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PROYECTO DE LEY NÚMERO 163 DE 2016 
SENADO

por medio de la cual se expide la ley del actor para  
garantizar los derechos laborales, culturales y de 

autor de los actores y actrices en Colombia.

CAPÍTULO I

Objeto, ámbito de aplicación y definiciones 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por ob-
jeto establecer un conjunto de medidas que garanticen 
el ejercicio de la actuación como una profesión en Co-
lombia, protegiendo los derechos laborales, culturales 
y de autor de los actores y actrices en sus creaciones, 
conservación, desarrollo y difusión de su trabajo y 
obras artísticas.

Artículo 2°. Ámbito de la ley. La presente ley regula 
lo concerniente a la actuación como profesión, derechos 
laborales y oportunidades de empleo, derechos de autor, 
difusión del trabajo de los actores y régimen sancionato-
rio, entre otros; brindando herramientas para dignificar 
esta labor por sus aportes culturales a la nación.

Parágrafo. La presente ley rige para todo tipo de 
producciones o actividades que requieran de actores y 
actrices para su realización, bien sean escénicas, tea-
trales, audiovisuales, sonoras o de doblaje. 

Artículo 3°. Actor o actriz. Se considera actor para 
efectos de esta ley, aquel creador que se sirve de su cuer-
po, su voz, su intelecto y su capacidad histriónica para 
crear personajes e interpretaciones en producciones tea-
trales y todo tipo de expresiones artísticas y realizaciones 
audiovisuales, radiales y demás medios. El actor o actriz 
es titular de derechos morales y patrimoniales de autor. 

Artículo 4°. Actor profesional. Para efectos de esta 
ley se entiende por actor profesional aquel actor o ac-
triz que acredite alguno de los siguientes requisitos:

i) Título profesional de maestro en artes escénicas
o títulos afines;

ii) Experiencia de trabajo actoral mayor de diez
(10) años acumulados y certificados en cualquier me-
dio escénico o audiovisual, avalada por el Comité de
Acreditación Actoral;

iii) Combinación entre educación informal, técni-
ca o tecnológica y, experiencia de trabajo actoral mí-
nimo de cinco (5) años acumulados y certificados en 
cualquier medio escénico o audiovisual, avalada por el 
Comité de Acreditación Actoral.

Artículo 5°. Ensayo, caracterización, actividad pre-
paratoria y conexa a la creación de personajes. Es toda 
actividad propia de la actuación, mediante la cual el 
actor o actriz prepara la creación o caracterización del 
personaje, ensaya la realización de la obra, investiga, 
estudia, memoriza guiones y realiza cualquier otra acti-
vidad relacionada con el mismo, en el lugar de trabajo 
y fuera de él. 

Artículo 6°. Creaciones artísticas como patrimo-
nio cultural. Las creaciones artísticas de los actores, 
como agentes generadores de patrimonio cultural de 
la nación, contribuyen a la construcción de identidad 
cultural y memoria de la nación. De acuerdo con lo an-
terior, el trabajo de los actores profesionales debe ser 
protegido y sus derechos garantizados por el Estado. 
Las producciones dramáticas en cine, televisión, teatro 
y otras formas de lenguaje escénico o audiovisual son 
bienes de interés cultural.

Artículo 7°. Roles en creaciones artísticas. Entién-
dase por creaciones artísticas: 

– Rol protagónico: Personaje interpretado por un
actor o actriz, alrededor del cual gira la trama central 
de la producción.

– Rol coprotagónico o antagónico: Personaje inter-
pretado por un actor o actriz que, teniendo su propia 
historia dentro de la trama, esta gira alrededor de los 
protagonistas.

PONENCIA PARA PRIMER DEBATE  
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 39  

DE 2018 SENADO

por la cual se reducen las sanciones para los jóvenes 
colombianos que tengan la condición de remisos.

Bogotá, D. C., 17 de agosto de 2018
Doctor
JAIME DURÁN BARRERA
Presidente
Comisión Segunda Constitucional Permanente
Senado de la República
Ciudad
Asunto: Ponencia para primer debate al 

Proyecto de ley número 39 de 2018 Senado, por 
la cual se reducen las sanciones para los jóvenes 
colombianos que tengan la condición de remisos.

Estimado Senador Durán:
En los términos de los artículos 174 y 175 de la 

Ley 5ª de 1992, y en cumplimiento de la designación 
realizada por la Mesa Directiva de la Comisión 
Segunda del Senado de la República, me permito 
presentar informe de ponencia para primer debate 
del Proyecto de ley número 39 de 2018 Senado, 
por la cual se reducen las sanciones para los jóvenes 
colombianos que tengan la condición de remisos.

ANTECEDENTES DEL PROYECTO
El proyecto de ley del asunto ha sido presentado 

por el suscrito como autor y por toda la bancada 
de senadores del Partido Alianza Verde como 
coautores, para trámite legislativo, y ha sido 
puesto en consideración de la Comisión Segunda 
de Senado para su análisis pertinente.

Este proyecto de ley se encuentra fundamentado 
en varias razones que como autores exponemos a 
continuación:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Objetivo:
El presente proyecto de ley es producto de 

nuestra profunda preocupación ante la situación de 
casi un millón de jóvenes colombianos, quienes se 
encuentran atravesando una inexplicable situación 
en su futuro, que los llevan al desconcierto, la 
inseguridad y el abandono.

Son los jóvenes de nuestro país, paradójicamente 
el futuro de este, los que más barreras de acceso 
tienen a una verdadera igualdad de oportunidades, 
que le impide casi a la mitad de la población 
posadolescente, ingresar a la educación superior, 
obtener un trabajo por falta de experiencia, acceder 
a créditos de financiación para emprendimiento o 
educación, entre otras dificultades, que hace que 
presenten desolación e inseguridad.

Aparte del desconcierto y el estrés que afrontan 
los jóvenes frente a su futuro inmediato una vez 
están a punto de graduarse de bachilleres o una 
vez cumplen la mayoría de edad, se está sumando 
una barrera, o mejor un gigantesco muro, que es la 
definición de la situación militar, sin la cual en la 
práctica es difícil acceder a un trabajo.

Somos conscientes que la Ley 1861 de 2018, por 
la cual se reglamenta el servicio de reclutamiento, 
control de reservas y la movilización, ha sido una 
excelente herramienta legal para nuestros jóvenes, 
que ha prohibido las practicas horrorosas de las 
famosas batidas sorpresa, ha bajado las multas 
a los remisos, ha dado un plazo de 18 meses a 
los jóvenes en su primer empleo para definir su 
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situación militar, entre otros aspectos, pero en 
los cuales en la práctica aún es necesario seguir 
fortaleciendo y perfeccionando, en aras de la 
generación de oportunidades para esta población.

Así por ejemplo, es necesario seguir controlando 
desde este escenario legislativo y político el temas 
de las batidas, que pese a estar prohibidas ya en 
la ley, al parecer aún se siguen llevando a cabo; 
o revisar el tema de la cuota de compensación 
militar, la cual sigue siendo muy elevada; o hacer 
seguimiento y promoción desde el Ministerio de 
Trabajo para medir si efectivamente las entidades 
públicas y privadas están concediendo el plazo de 
gracia de 18 meses para obtener la libreta militar a 
los jóvenes que no han definido su situación.

Pero sin lugar a dudas, el problema más grande 
en este caso lo padecen los jóvenes que no han 
definido su situación militar, pues a pesar de 
haberse inscrito y estar aptos y conscriptos, nunca 
se presentaron a concentración para ingreso a 
filas, y tienen la condición de “remisos”.

La situación de este casi millón de jóvenes debe 
preocuparnos como padres de la patria, todos en su 
gran mayoría son aptos para trabajar pero no pueden 
acceder efectivamente al mercado porque no han 
definido su situación militar, pues en su condición de 
“remisos” tienen multas que pueden llegar incluso a 
los 20 salarios mínimos legales mensuales vigentes 
(casi 16 millones de pesos solo de multas), sí se 
encontraban en el régimen de la Ley 48 de 1993; 
o que pueden llegar a 5 salarios mínimos legales 
mensuales vigentes (casi 4 millones de pesos solo en 
multas), en el régimen sancionatorio de la Ley 1861 
de 2017. A esos valores hay que sumarle la cuota 
de compensación militar que puede llegar incluso a 
los 40 salarios mínimos legales mensuales vigentes 
(casi 32 millones de pesos).

Con base en lo anterior, un joven colombiano 
de estrato 5 o 6 que durante más de cinco años (lo 
que dura normalmente una carrera profesional), 
no se presentó a concentración para prestar el 
servicio militar, podría llegar a pagar, sino se 
acogió al año de gracia transitorio del artículo 46 
de la Ley 1861 de 2017 (que se venció el pasado 
4 de agosto), hasta casi 50 millones de pesos por 
su libreta militar.

Además es difícil psicológicamente para 
estos jóvenes acercarse a un distrito militar 
en su condición de remisos, pues piensan que 
en cualquier momento los podrían reclutar y 
aprehender para prestar el servicio militar, sin que 
voluntariamente lo quieran.

Así las cosas, pese a que la Ley 1861 de 2017 
solucionó muchos problemas que se venían 
presentando para mejorar la situación de estos 
jóvenes, el periodo transitorio de gracia para 
condonar las multas tiene dos situaciones que 
estamos llamado a mejorar:

a)	 El primero es que el régimen de transición 
para la condonación de las multas fue muy 
corto, tan solo de un año, y faltó promoción 
para que los jóvenes se presentaran a defi-
nir su situación.

b)	 El segundo es que esa condonación solo 
aplica para jóvenes que tuvieran más de 24 
años, por lo que un grupo poblacional gran-
de de jóvenes entre los 18 y los 23 años de 
edad se quedó por fuera del beneficio.

Por otro lado, frente al tema de las multas se han 
hecho intentos legislativos que terminaron con la 
Ley 1243 de 2008 que creó un periodo de gracia 
para su condonación por 6 meses, y la misma Ley 
1861 de 2017 creó otro periodo de gracia de un 
año, los cuales creemos son insuficientes y no 
resuelven el problema de fondo, que es ayudar 
a los jóvenes colombianos a definir su situación 
militar de la mejor y más eficiente manera posible, 
sin que se vuelva una barrera de acceso a las 
oportunidades del país.

Por esas razones este proyecto de ley conlleva 
la humilde finalidad de ser una herramienta para 
eliminar una de las barreras actuales a la definición 
de la situación militar, eliminando las multas 
para los remisos, y dejando solamente como se 
encuentra actualmente la cuota de compensación 
militar; y de paso, proponiendo iniciar el debate 
sobre el propósito que nos anima contemplando la 
figura anhelada en nuestro país por muchos años, 
la del SERVICIO MILITAR VOLUNTARIO 
o SOCIAL, para en vez de la prestación de un 
servicio militar y táctico, formar a nuestros 
jóvenes dentro del Servicio Comunitario, lo que 
los enriquecerá y podrán brindarle a la sociedad a 
través de su aprendizaje transformados en oficios 
su colaboración en actividades ambientales, de 
defensa civil, servicios públicos, sanitarios, sociales 
y educativos, protección de la naturaleza, tareas de 
alfabetización, protección de menores, personas de 
la tercera edad, discapacitados, terapéuticos, asistir 
en la construcción de caminos, en el sembrado de 
tierras, con todo lo cual se formará en la cultura del 
trabajo, de la dignidad, de la solidaridad, del acceso 
a la educación, a la salud, al deporte, a la cultura, al 
esparcimiento, entre otros.

Esta situación de desprotección de nuestros 
jóvenes nos motiva a presentar este proyecto de ley, 
que estamos seguros, coadyuvará ostensiblemente 
a mejorar las condiciones de vida de muchos 
colombianos, y ayudará a ir eliminando las 
barreras y las dudas que hoy embargan a nuestros 
posadolescentes sobre su futuro inmediato.

Consideraciones:
De acuerdo con el artículo 216 de la Constitución 

Política colombiana de 1991, la prestación del 
servicio militar en Colombia es una obligación 
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en cabeza de todos los hombres mayores de 
edad. Se trata de una obligación superior que se 
deriva del deber genérico impuesto a todos los 
nacionales respecto del sostenimiento y defensa 
de la soberanía, la guarda de las instituciones y el 
mantenimiento del orden público1.

El marco normativo general que regula la 
prestación del servicio militar en el país está 
consignado en la Ley 1861 de 2017. Adicionalmente, 
la jurisprudencia constitucional ha establecido 
un conjunto de subreglas decisionales dirigidas a 
garantizar que los procedimientos de reclutamiento 
e incorporación por parte de la fuerza pública sean 
respetuosos de los derechos de quienes deben 
cumplir con este deber constitucional.

Son exentos de prestar servicio militar: 
Indígenas. Víctimas del conflicto. Huérfanos de 
padre a cargo de hermanos(as). En unión conyugal. 
Hijos de padres incapacitados o mayores de 60 sin 
pensión o renta. Hijos únicos de parto o adoptado. 
Limitados físicos y sensoriales permanentes. 
Hermano o hijo de quien haya muerto o quedado 
lisiado en el ejército. Viudos que sostengan hijos. 
Hijos de viudas. Integrante de red unidos.

Para el caso especial de los objetores de 
conciencia, los artículos 16, 18 y 19 de la 
Constitución Política, y las Sentencias de la 
honorable Corte Constitucional, entre otras, C-728 
de 2009, T-018 de 2012 y T-455 de 2014, definen 
que todo aquel que por razones de conciencia 
(humanitarias, éticas, religiosas, morales, 
filosóficas, culturales y/o políticas) no están 
obligados, y por ende, pueden poderosamente 
negarse a prestar el servicio militar.

Entre 2008 y 2012 han sido reclutados 466.377 
jóvenes, dentro de los cuales el 99,4% son 
bachilleres de estratos 0 a 4, y el 98,7% de los 
mismos estratos dentro de los soldados regulares, 
por lo que en cifras se podría decir que el servicio 
militar obligatorio termina siendo un impuesto 
implícito a las clases menos favorecidas, que 
para algunos es un honor, pero que en otros casos 
grandes termina siendo visto como un castigo.

Según datos de ACOOC el 83% de los jóvenes 
muertos en durante el Servicio Militar obligatorio 

1Corte Constitucional

eran “Soldados Regulares”, lo que indican que 
quienes le ponen la cara al conflicto y ponen los 
muertos son los más pobres del país.

Pese a que las denominadas batidas son ilegales 
según lo ha dejado claro la Corte Constitucional, 
en Bogotá y en todo el país siguen advirtiendo 
que el ejército continúa con esta práctica en 
Registradurías al momento en que los jóvenes 
van a reclamar la cédula o incluso cuando los 
jóvenes van a averiguar su estado a cualquier 
distrito militar, pasando de lado si hay causales de 
aplazamiento o exención para prestar el servicio.

De acuerdo con los datos del Departamento 
Nacional de Estadística (DANE), solo el 24% 
de las personas denuncia cuando son víctimas 
de un delito y sumado al desconocimiento de la 
ilegalidad de las batidas militares, estás lograron 
superar en nuestro registro en el Concejo de 
Bogotá solo en 2015 los 349 casos.

La página oficial del Comando de Reclutamiento 
reporta que a cierre de 2017 había un total de 
950.000 remisos en todo el país, muestra evidente 
del desinterés generalizado por estos jóvenes.

La tendencia en América Latina es hacia el 
desmonte del servicio militar obligatorio como lo 
determinan las siguientes cifras:

MARCO NORMATIVO
Actualmente el servicio de reclutamiento, 

control de reservas y la movilización, comúnmente 
denominado servicio militar obligatorio, está 
regulado tanto en la Constitución Política 
colombiana, artículo 216, como en la Ley 1861 de 
2017, la cual derogó en su totalidad la Ley 48 de 
1993 y el Decreto 2048 del mismo año.

Frente al tema de las multas para los remisos, 
la Ley 1243 de 2008 creó un incentivo de 
eliminación de las multas, para aquellos jóvenes 
que se acercaran a definir su situación militar 
dentro del año siguiente de entrada en vigencia de 
la misma.

De la misma forma, la Ley 1861 de 2017 
dispuso de un periodo de transición para aquellos 
colombianos que a la entrada en vigencia de 
la misma y durante los 12 meses siguientes, 
estuvieran en condición de remisos, para la 
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condonación total de las multas y la exención del 
pago de la cuota de compensación militar.

PROPOSICIÓN
Teniendo en cuenta las razones anteriores, 

por considerarlo pertinente y de sumo interés 
para el pueblo colombiano, especialmente, para 
cerca de un millón de jóvenes, solicito muy 
respetuosamente a mis colegas dar primer debate 
favorable al Proyecto de ley número 39 de 2018 
Senado, por la cual se reducen las sanciones para 

los jóvenes colombianos que tengan la condición 
de remisos.

Cordialmente,

P R O Y E C T O S  D E  L E Y
PROYECTO DE LEY NÚMERO 98 DE 2018

por medio de la cual se modifica y adiciona a la 
Ley 5ª de 1992, se crea la Comisión Legal para 

la Defensa y la Protección Animal, del Congreso 
de la República de Colombia y se dictan otras 

disposiciones.

El Congreso de la República de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene 
por objeto crear la Comisión Legal de Defensa 
y Protección Animal, con el fin de articular las 
iniciativas legislativas y de control político a 
favor de los animales de las diferentes categorías, 
facilitar la retroalimentación y permitir un diálogo 
desde los diferentes enfoques, para cualificar 
y potenciar el tema al interior del Congreso, de 
acuerdo a las necesidades del país en la materia.

Artículo 2°. Adiciónese el artículo 55 de la Ley 
5ª de 1992, el cual quedará así:

Artículo 55. Integración, denominación y 
funcionamiento. Además de las Comisiones 
Legales señaladas para cada una de las Cámaras 
con competencias diferentes a estas, corresponderá 
integrar aplicando el sistema del cociente electoral 
y para el periodo constitucional la Comisión de 
Derechos Humanos y Audiencias, la Comisión 
de Ética y Estatuto del Congresista, la Comisión 
de Acreditación Documental, la Comisión para 
la Equidad de la Mujer, la Comisión Legal de 
Seguimiento a las Actividades de Inteligencia 
y Contrainteligencia. la Comisión Legal para la 
Protección de los Derechos de las Comunidades 
Negras o Población Afrocolombiana y la Comisión 
Legal para la Defensa y Protección Animal.

Artículo 3°. Adiciónese a la Sección Segunda 
del Capítulo IV, del Título II de Ley 5ª de 1992 
con un artículo nuevo del siguiente tenor.

Artículo 61 M. Objeto de la Comisión Legal 
para la Defensa y Protección de los Animales. 
Esta Comisión tiene por objeto fomentar y 
promover las acciones necesarias para superar 

el déficit legislativo en materia de defensa y 
protección animal, así como de promover las 
acciones necesarias para que Colombia en su 
condición de país más megadiverso por kilómetro 
cuadrado en el Planeta, armonice sus proceso y 
sus dinámicas, acorde a tal virtud, de igual forma, 
formular los lineamientos para que la convivencia 
de la sociedad con las demás especies que 
cohabitan el territorio, se desarrolle de manera 
equilibrada y con una perspectiva de respeto y 
sostenibilidad.

Artículo 4°. Adiciónese a la Sección Segunda 
del Capítulo IV, del Título II de la Ley 5ª de 1992 
con un artículo nuevo del siguiente tenor.

Artículo 61 N. Composición. Comisión Legal 
para la Defensa y Protección de los Animales 
tendrá carácter interparlamentario, estará integrada 
por un número indeterminado (no menor a 25) de 
Congresistas, provenientes, tanto del Senado, de la 
República, como de la Cámara de Representantes, 
que por afinidad con las temáticas, quieran 
hacer parte de la misma y quienes sesionarán 
conjuntamente, previa convocatoria de la Mesa 
Directiva.

Parágrafo 1°. Los miembros de esta Comisión 
deberán ser designados dentro de los 15 días 
siguientes al inicio de cada legislatura ordinaria.

Parágrafo 2°. Transitorio. En el presente 
periodo legislativo, la aplicación de las 
determinaciones en materia de designaciones 
de directivas y cargos se cumplirá a partir de la 
promulgación, por el resto del periodo legislativo.

Artículo 5°. Adiciónese a la Sección Segunda 
del Capítulo IV, del Título II de la Ley 5ª de 1992 
con un artículo nuevo del siguiente tenor.

Artículo 61 Ñ. Funciones. La Comisión Legal 
para la Defensa y Protección de los Animales 
tendrá las siguientes funciones:

•	 Generar espacios de retroalimentación y 
conocimiento sobre el contexto de los ani-
males en Colombia, desarrollos de la de-
fensa y la protección animal, así como las 
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experiencias internas y externas que contri-
buyan al conocimiento de los integrantes y 
sus equipos sobre el tema.

•	 Generar espacios de socialización, debate, 
articulación, sinergia, con instituciones, 
sociedad civil, medios de comunicación, 
sobre las problemáticas que afectan a los 
animales, así como posibles abordajes de 
las mismas.

•	 Formulación de estrategias legislativas a 
favor de la vida y la integridad de los ani-
males en los diferentes contextos.

•	 Formulación y apoyo a proyectos de ley.
•	 Articulación de métodos de control políti-

co, conducentes a la mejora de las condi-
ciones de vida de los animales en Colom-
bia.

•	 Promover la sintonía de las acciones del 
Estado a los tratados, convenios, protoco-
los y recomendaciones de organismos in-
ternacionales.

•	 Promover la armonización de las diversas 
acciones del Estado, con la condición de 
país biodiverso y megadiverso, así como 
con el concepto de la convivencia interes-
pecial.

•	 Participar activamente en el fortalecimien-
to de las redes y agrupaciones internacio-
nales de parlamentarios, por la Defensa y la 
Protección Animal.

•	 Promover y celebrar audiencias públicas, 
foros, seminarios, simposios, encuentros, 
mesas de trabajo, conversatorios y demás 
estrategias de comunicación para desa-
rrollar, informar y divulgar los temas re-
lacionados con la Defensa y la Protección 
de los Animales, la legislación vigente, 
las políticas públicas existentes y los pro-
yectos de ley que cursen en las Cámaras 
Legislativas.

•	 Presentar informes anuales a las Plenarias 
de las Cámaras y a la sociedad civil al tér-
mino de cada legislatura, sobre el desarro-
llo de su misión institucional.

•	 En articulación con la academia, las autori-
dades y la sociedad civil, hacer seguimien-
to de los niveles de cumplimiento de la le-
gislación relacionada con los animales, en 
la medida que esta avanza.

•	 Todas las demás funciones que determine 
la ley.

Artículo 6°. Adiciónese a la Sección Segunda 
del Capítulo IV, del Título II de la Ley 5ª de 1992 
con un artículo nuevo del siguiente tenor.

Artículo 61 O. Sesiones. La Comisión Legal 
para la Defensa y Protección de los Animales se 
reunirá por convocatoria de su Mesa Directiva, 
como mínimo una vez al mes o cuando lo considere 
necesario. Las decisiones de la Comisión serán 
adoptadas por mayoría simple.

Artículo 7°. Atribuciones. La Comisión Legal 
para la Defensa y Protección de los Animales 
tendrá las siguientes atribuciones:

1.	 Elegir la Mesa Directiva de la Comisión 
Legal para la Defensa y Protección de los 
Animales.

2.	 Dictar su propio reglamento para el desa-
rrollo de su objeto institucional.

3.	 Verificar el cumplimiento de las leyes re-
lacionadas con la defensa y la protección 
animal en los entes territoriales, organis-
mos descentralizados y demás instituciones 
públicas o privadas.

4.	 Hacer control y seguimiento a la imple-
mentación efectiva de las políticas públicas 
relacionadas con la defensa y la protección 
animal.

6.	 Proponer y velar para que en el proceso de 
discusión y aprobación del Plan Nacional 
de Desarrollo y del Presupuesto General de 
la Nación, se incluyan programas, proyec-
tos y acciones que contribuyan en la mejora 
de las condiciones de vida y desarrollo de 
los animales que habitan el territorio nacio-
nal,

7.	 Evaluar y realizar el control político a los 
entes responsables respecto de los informes 
de rendición de cuentas que el Gobierno 
colombiano en materia de Defensa y Pro-
tección Animal.

8.	 Conferir menciones honoríficas y reco-
nocimientos a la labor desarrollada por 
organizaciones sociales y/o personalida-
des a favor de la defensa, promoción de 
la Defensa y la Protección Animal y sus 
ecosistemas.

9.	 Establecer alianzas estratégicas con orga-
nismos nacionales e internacionales, en-
tidades de derecho público y/o privado y 
ONG que defiendan y protejan a los Ani-
males.

Artículo 8°. Mesa Directiva. La Mesa 
Directiva de la Comisión Legal para la Defensa y 
Protección de los Animales estará conformada por 
una Presidencia y una Vicepresidencia elegidas 
por mayoría simple, al inicio de cada legislatura.

Artículo 9°. Adiciónese el artículo 383 de la 
Ley 5ª de 1992, con el numeral 3.15., del siguiente 
tenor:
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3.15. Comisión Legal para la Defensa y  
Protección de los Animales

1 Secretaria (o) Ejecutiva (o), (05)

1 Coordinador (a) de la Comisión (012)

Artículo 10. De los judicantes y practicantes. 
La Comisión Legal para la Defensa y Protección 
de los Animales podrá tener en su planta pasantes 
y judicantes, acogiendo las disposiciones y 
convenios que para tal efecto ha establecido 
el Congreso de la República con las distintas 
instituciones de educación superior.

Artículo 11. Funciones del (la) Coordinador(a) 
de la Comisión Legal para la Defensa y 
Protección de los Animales. El Coordinador(a) de 
la Comisión Legal para la Defensa y Protección 
de los Animales tendrá las siguientes funciones:

1.	 Realizar y coordinar la labor administrativa 
de la Comisión.

2.	 Contribuir en la ejecución de las funciones 
de la Comisión.

3.	 Elaborar el Orden del Día de cada sesión, 
en coordinación con la Mesa Directiva de 
la Comisión.

4.	 Mantener informados a las integrantes 
de la Comisión sobre el curso de los te-
mas tratados en las sesiones, así como 
hacer seguimiento al desarrollo de los 
mismos.

5.	 Llamar a lista a las sesiones, verificar el 
quórum y ejercer como Secretario ah hoc 
en las sesiones de la Comisión.

6.	 Establecer un vínculo constante con la 
comunidad académica y organismos na-
cionales e internacionales para facilitar 
el análisis de los temas tratados por la 
Comisión.

7.	 Las demás que le sean asignadas, por las 
leyes y normas reglamentarias posteriores 
de acuerdo con la naturaleza de su cargo.

Parágrafo. Con el fin de disminuir el impacto 
fiscal de la presente Comisión Legal: Para 
desempeñar el cargo de Coordinador de la 
Comisión Legal para la Defensa y Protección 
de los Animales, se requiere acreditar título de 
profesional en derecho, ciencia política, ciencias 
sociales y/o carreras afines, posgrado en áreas 
relacionadas, un (1) año de experiencia profesional 
relacionada, que ya tenga vinculación laboral con 
el Congreso de la República y que pueda adicionar 
a su cargo las funciones aquí establecidas.

Artículo 12. Funciones de la Comisión Legal 
para la Defensa y Protección de los Animales. La 
Secretaria Ejecutiva de la Comisión Legal para la 
Defensa y Protección de los Animales tendrá las 
siguientes funciones:

1.	 Dar información a las personas y entidades 
que lo soliciten.

2.	 Recibir, analizar y contestar la corres-
pondencia de la Comisión y buscar da-
tos que ayuden a su pronta y adecuada  
tramitación.

3.	 Atender al público en general, Senadores, 
Representantes, Representantes de organi-
zaciones sociales y representantes acadé-
micos y demás servidores públicos.

4.	 Llevar la agenda diaria de compromisos de 
la Mesa Directiva de la Comisión y mante-
nerla informada de sus actividades y com-
promisos más importantes.

5.	 Llevar un Archivo de las proposiciones, 
constancias y conceptos que sean radica-
dos o aprobados en las plenarias o en las 
diversas comisiones, así como de las activi-
dades, comunicados y toda la información 
que llegue y salga de la Comisión.

6.	 Grabar y transcribir las intervenciones de 
cada uno de los integrantes y de las demás 
personas que participen en las sesiones, 
contenidas en los equipos de grabación.

7.	 Remitir los documentos transcritos a la 
Coordinación de la Comisión o a la persona 
encargada, para la elaboración del proyecto 
de acta respectiva.

8.	 Ordenar el archivo en cuanto a cintas y 
transcripciones para darle mayor agilidad a 
la Comisión.

9.	 Organizar el Centro de Documentación de 
la Comisión sobre los temas que esta adop-
te como agenda en la respectiva legislatura.

10.	 Las demás que se le asignen acordes con la 
naturaleza de su cargo.

Parágrafo. Para desempeñar el cargo de 
Secretaria Ejecutiva de Comisión Legal para la 
Defensa y Protección de los Animales, se debe 
acreditar título de bachiller comercial o técnico 
profesional, manejo de los programas de sistemas 
requeridos, un (1) año de experiencia y que ya 
tenga vinculación laboral con el Congreso de la 
República y que pueda adicionar a su cargo las 
funciones aquí establecidas.
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Artículo 13. Vigencia. La presente ley rige a 
partir de la fecha de su promulgación y deroga 
todas las disposiciones que le sean contrarias.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
De los casi doscientos países existentes 

actualmente en el Planeta, Colombia es el 
segundo más biodiverso y el más megadiverso 
por kilómetro cuadrado. Así mismo, es el primer 
país en diversidad de aves, el segundo en anfibios, 
mariposas y peces dulceacuícolas, el tercero en 
reptiles y el cuarto en mamíferos.1

1	 1. Maldonado-Ocampo, Javier A., Richard P. Vari, and 
José Saulo Usma. 2008. “Checklist of the Freshwater 
Fishes of Colombia.” Biota Colombiana 9 (2). Instituto 
de Investigación de Recursos Biológicos “Alexander von 
Humboldt”: 143–237. Consultado marzo 2017.

	 2. Acosta Galvis, Andrés Rymel, y D. Cuentas. 2016. 
“Lista de Los Anfibios de Colombia: Referencia En Lí-
nea V.05.2015.0.” Villa de Leyva, Colombia. Consultado 
marzo 2017.

	 3. World Resources Institute (WRI) en colaboración con 
United Nations Development Programme, United Na-
tions Environment Programme, y World Bank. 2005. The 
Wealth of the Poor: Managing Ecosystems to Fight Po-
verty. World. Washington, D. C.: World Resources Insti-
tute. Consultado marzo 2017.

	 4. Mittermeier, Russel A., y Goettsch, Cristina. Megadi-
versidad. 1997. Los países biológicamente más ricos del 
mundo. Cemex, Ciudad de México Sociedad Colombia-
na de Mastozoología (2017) Lista de referencia de espe-
cies de mamíferos de Colombia. Versión 1.2. Conjunto 
de datos/Lista de especies.

	 5. GBIF. 2017. “Colombia Data Trends en: Change over 
Time in Data about Species from Colombia Available 
from GBIF. Consultado diciembre 2017.”	

Por otra parte, a partir de los procesos de 
colonización, al territorio colombiano ingresaron 
animales domésticos, que hoy día hacen parte 
principalmente de los entornos humanos.

A su vez, por su ubicación geográfica, Colombia 
es un país receptor de un importante número de 
especies migratorias en temporadas específicas 
del año.

Sin embargo, nuestra agenda como país aún no 
gira en torno a esas venturosas circunstancias. Por 
el contrario, se puede afirmar que Colombia aún es 
un país altamente hostil hacia la alteridad animal. 
Los individuos y poblaciones de otras especies 
siguen siendo afectados sistemáticamente, bajo 
diferentes modalidades. Las políticas de Estado, 
aun se construyen aisladamente, perdiendo de 
vista esta condición.

Así mismo la historia de conflictos armados 
internos en las diferentes regiones del país, han 
sido factores que han postergado aún más los 
abordajes necesarios para lo que denominamos 
convivencia interespecial (vivir como sociedad 
poniendo en práctica el mayor respeto posible 
hacia los intereses y las necesidades de las especies 
con que se cohabita un territorio).

Pese a que en las décadas de los 80 y 90 
del siglo XX, se dieron los primeros pasos 
legislativos, con la Ley 84 de 1989 y la Ley 
99 de 1993, estas no resultaron suficientes 
por alcance y herramientas, para la necesidad 
y realidad de la Nación en la materia. Pese a 
determinados avances, el pasivo legislativo y de 
política pública, sigue vigente.

Por lo anterior, desde hace algunas décadas, en 
distintas regiones colombianas, organizaciones 
compuestas por la sociedad civil, vienen 
trabajando para que Colombia reconozca la 
existencia de los derechos de los animales y 
para que el Estado asuma un papel dinámico 
en el abordaje de la situación, basándose en el 
principio de corresponsabilidad, en la medida 
que esas funciones las están afrontando sectores 
ciudadanos, sin recursos, sin procesos y ni 
procedimientos, ni suficiente amparo legal.

En ese sentido, el reclamo público a los 
gobiernos Nacional y territoriales, demandando 
acciones de Estado y políticas públicas en el 
tema, así como el “lobby” y la gestión en el 
legislativo; han desencadenado los avances 
antes mencionados, que se espera sean los anales 
de una cultura y una consciencia legislativa y 
administrativa en la materia.

ANTECEDENTES Y APUESTA  
POR UNA COMISIÓN LEGAL

A principios de 2011 (en el Congreso 2010-
2014), se hizo evidente la necesidad de aunar 
esfuerzos de las y los Congresistas con que 
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se venían trabajando iniciativas a favor de los 
animales, así como de hacer una invitación 
abierta a aquellos otros, que pese a no tener un 
trabajo previo en el tema, venían manifestando su 
voluntad política al respecto.

Teniendo como base e inspiración a la 
“Asociación Parlamentaria en Defensa de 
los Derechos de los Animales” (APDDA) de 
España, que fue creada en el Congreso de los 
Diputados de ese país, el 19 de diciembre de 
2007, con el objetivo de promover iniciativas 
legislativas a favor de los derechos de los 
animales; se optó por solicitar a dos Senadores 
del momento, convocar a sus colegas a una 
reunión de conformación.

En tal sentido, se creó la que se denominó 
“Bancada Animalista del Congreso”, la cual, bajo 
una figura informal, conformada por Senadores 
y Representantes a la Cámara de diferentes 
partidos y movimientos, articuló y potenció 
diferentes iniciativas, tanto de ley, control político 
o de sensibilización interna de la Corporación. 
Es de anotar que por la transversalidad y 
diversidad de los asuntos asociados a la Defensa 
y Protección Animal (convivencia, transporte, 
cultura, ambiente, infraestructura, entre otros), 
los proyectos de ley varían de comisión según 
se trate del tema a solucionar. Es por esto que el 
tema animal, no está circunscrito a una Comisión 
Constitucional en específico.

De igual forma, para la primera legislatura 
del Congreso 2014-2018, se retomó la figura 
y se dio continuidad al proceso, con la 
permanencia de los miembros que continuaron 
en el ejercicio legislativo y vinculando a 
nuevos integrantes.

Sin embargo, desde diferentes instancias fue 
alertada la agrupación interpartidista, sobre la 
inconveniencia y no pertinencia de la figura 
adoptada.

De acuerdo con la Ley 974 de 2005, las 
Bancadas son de naturaleza partidista y cada 
Congresista, sólo puede pertenecer a una de ellas:

“Artículo 1°. Bancadas. Los miembros de las 
Corporaciones Públicas elegidos por un mismo 
partido, movimiento social o grupo significativo 
de ciudadanos constituyen una bancada en la 
respectiva corporación.

Cada miembro de una Corporación Pública 
pertenecerá exclusivamente a una Bancada.”

Por tal razón, resulta fundamental dar el 
paso a una figura de carácter legal al interior 
del Congreso de la República, con la cual los 
esfuerzos desarrollados y los venideros, sean 
potenciados y llevados de una manera más formal, 
en correspondencia con la expectativa nacional, 
encarnada en una ciudadanía, que sin importar 

edad, sexo, ideología, ni condición social, 
desde distintas regiones del país, mantiene una 
expectativa por avances importantes por parte de 
sus Instituciones al respecto.

Es por esto, que los Senadores y Representantes 
firmantes, le apuestan a la búsqueda de la 
creación de una Comisión Legal, conformada 
por Congresistas, provenientes, tanto del Senado, 
como de la Cámara de Representantes, que por 
afinidad con las temáticas, quieran hacer parte de 
la misma y quienes sesionarán conjuntamente y 
que lleven los proyectos de ley a los Comisiones 
Constitucionales correspondientes, según la 
temática de los mismos. Lo anterior, por medio de 
una adición a la Ley 5ª de 1992, que en su Título 
II, Capítulo I, reza:

“Artículo 34. Comisiones. En cada una 
de las Cámaras se organizarán Comisiones 
Constitucionales Permanentes encargadas de dar 
primer debate a los proyectos de ley o de acto 
legislativo relacionados con los asuntos de su 
competencia, según lo determine la ley. Así mismo, 
funcionarán Comisiones legales, Comisiones 
especiales y Comisiones accidentales.”.

En tal sentido, se busca que la Comisión Legal 
de Defensa y Protección Animal, desarrolle las 
siguientes funciones:

•	 Generar espacios de retroalimentación y 
conocimiento sobre el contexto de los ani-
males en Colombia, desarrollos de la de-
fensa y la protección animal, así como las 
experiencias internas y externas que contri-
buyan al conocimiento de los integrantes y 
sus equipos sobre el tema.

•	 Generar espacios de socialización, debate, 
articulación, sinergia, con instituciones, 
sociedad civil, medios de comunicación, 
sobre las problemáticas que afectan a los 
animales, así como posibles abordajes de 
las mismas.

•	 Formulación de estrategias legislativas a 
favor de la vida y la integridad de los ani-
males en los diferentes contextos.

•	 Formulación y apoyo a proyectos de ley.
•	 Articulación de métodos de control políti-

co, conducentes a la mejora de las condi-
ciones de vida de los animales en Colom-
bia.

•	 Promover la sintonía de las acciones del 
Estado a los tratados, convenios, protoco-
los y recomendaciones de organismos in-
ternacionales.

•	 Promover la armonización de las diversas 
acciones del Estado, con la condición de 
país biodiverso y megadiverso, así como 
con el concepto de la convivencia interes-
pecial.
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•	 Participar activamente en el fortalecimien-
to de las redes y agrupaciones internacio-
nales de parlamentarios, por la Defensa y la 
Protección Animal.

•	 Promover y celebrar audiencias públicas, 
foros, seminarios, simposios, encuentros, 
mesas de trabajo, conversatorios y demás 
estrategias de comunicación para desarro-
llar, informar y divulgar los temas relacio-
nados con la Defensa y la Protección de los 
Animales, la legislación vigente, las políti-
cas públicas existentes y los proyectos de 
ley que cursen en las Cámaras Legislativas.

•	 Presentar informes anuales a las Plenarias 
de las Cámaras y a la sociedad civil al tér-
mino de cada legislatura, sobre el desarro-
llo de su misión institucional.

•	 En articulación con la academia, las autori-
dades y la sociedad civil, hacer seguimien-
to de los niveles de cumplimiento de 1a le-
gislación relacionada con los animales, en 
la medida que esta avanza.

•	 Todas las demás funciones que determine 
la ley.

Adoptando la terminología de la ciencia que 
estudia la vida en la tierra: “El proyecto versa 
sobre una metamorfosis de una fase previa a 
una figura más apta para desarrollar acciones, 
como la Crisálida que se transforma en 
Mariposa”.

SENADO DE LA REPÚBLICA
Secretaría General 

(Art. 139 y ss. Ley 5ª de 1992)
El día 15 del mes de agosto del año 2018 

se radicó en este despacho el Proyecto de ley 
número 98 de 2018 Senado, con todos y cada 
uno de los requisitos constitucionales y legales, 
honorables Senadores Guillermo García 
Realpe, Armando Benedetti, Julián Gallo, 

Aída Avella, Iván Cepeda Castro, Antonio 
Sanguino, Victoria Sandino, Jorge Londoño 
y los honorables Representantes Katherine 
Miranda, Luis Alberto Albán, Germán Navas 
Talero, León Fredy Muñoz, Inti Asprilla.

El Secretario General,
Gregorio Eljach Pacheco.

SENADO DE LA REPÚBLICA
SECRETARÍA GENERAL

Tramitación de Leyes
Bogotá, D. C., 15 de agosto de 2018
Señor Presidente:
Con el fin de repartir el Proyecto de ley 

número 98 de 2018 Senado, por medio de la 
cual se modifica y adiciona a la Ley 5a de 1992, 
se crea la Comisión Legal para la Defensa y la 
Protección Animal, del Congreso de la República 
de Colombia y se dictan otras disposiciones, me 
permito remitir a su despacho el expediente de 
la mencionada iniciativa que fue presentada en 
el día de hoy ante Secretaría General del Senado 
de la República por los honorables Senadores 
Guillermo García Realpe, Armando Benedetti 
Villaneda, Julián Gallo Cubillos, Aída Yolanda 
Avella Esquivel, Iván Cepeda Castro, Antonio 
Sanguino Páez, Victoria Sandino Simanca, Jorge 
Londoño Ullos y los honorables Representantes 
Katherine Miranda Peña, Luis Alberto Albán, 
Germán Navas Talero, León Fredy Muñoz, Inti 
Raúl Asprilla Reyes. La materia de que trata el 
mencionado proyecto de ley es competencia de 
la Comisión Primera Constitucional Permanente, 
de conformidad con las disposiciones constitu-
cionales y legales.

El Secretario General,
Gregorio Eljach Pacheco.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE 
SENADO DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 15 de agosto de 2018
De conformidad con el informe de Secretaría 

General, dese por repartido el precitado proyecto 
de ley a la Comisión Primera Constitucional y 
envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional 
con el fin de que sea publicado en la Gaceta del 
Congreso.

Cúmplase.
Presidente del honorable Senado de la 

República,
Ernesto Macías Tovar.

El Secretario General del honorable Senado de 
la República,

Gregorio Eljach Pacheco.
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PROYECTO DE LEY NÚMERO 99 DE 2018 
SENADO

por medio de la cual se modifican normas de la Ley 
610 de 2000, de la Ley 1474 de 2011, del Decreto-
ley 267 de 2000 y se dictan otras disposiciones en 
relación con el proceso de responsabilidad fiscal.

80110-
Bogotá, D. C., agosto de 2018
Honorable Senador
ERNESTO MACÍAS TOVAR
Presidente del Honorable Senado de la República
Ciudad
Asunto: Presentación del Proyecto de ley 

número 99 de 2018 Senado, por medio de la cual 
se modifican normas de la Ley 610 de 2000, de la 
Ley 1474 de 2011, del Decreto-ley 267 de 2000 y 
se dictan otras disposiciones en relación con el 
proceso de responsabilidad fiscal.

Señor Presidente:
En ejercicio de la facultad prevista en el numeral 

9 del artículo 268 de la Constitución Política, 
me permito presentar al Honorable Congreso de 
la República, a través del honorable Senado, el 
texto del proyecto de ley que tiene el propósito 
de hacer más efectivo y funcional el proceso de 
responsabilidad fiscal, actualmente regulado por la 
Ley 610 de 2000 y por algunas disposiciones de la 
Ley 1474 de 2000. En esencia, lo que se pretende 
es fortalecer y brindar efectividad y oportunidad 
al resarcimiento de los perjuicios generados en 
el ámbito fiscal dentro de un marco de garantías 
igualmente sólido.

La experiencia de estos cuatro años, me 
ha permitido establecer que, definitivamente, 
la demora y dificultad de los procesos de 
responsabilidad fiscal para ordenar el resarcimiento 
efectivo del patrimonio público, en parte, se 
explica por la incipiente calidad de los hallazgos 
fiscales y la insuficiente evidencia probatoria con 
la que se acompañan. En tal sentido, es necesario 
establecer con toda claridad en la norma legal, 
que solo cuando los funcionarios auditores estén 
en condiciones de sustentar un hallazgo fiscal ante 
el funcionario que adelanta el juicio fiscal, es que 
procede la apertura del proceso de responsabilidad 
fiscal.

Con ese punto de partida, el proyecto se ocupa 
en establecer las modificaciones que permitan al 
funcionario de conocimiento concentrar su tarea 
en establecer a ciencia cierta la situación de los 
presuntos responsables fiscales, frente al daño que 
ha dado origen al proceso.

En desarrollo de esta concepción, el proyecto 
que se somete a consideración del Congreso, hace 
exclusiva referencia a los aspectos procesales 

de la determinación de la responsabilidad fiscal. 
En tal sentido, se ocupa de precisar y regular, 
aspectos relacionados con la apertura, impulso, 
suspensión de términos y terminación del proceso 
de responsabilidad fiscal; la intervención y medios 
de defensa de los presuntos responsables; la 
delimitación entre la primera y segunda instancia; 
el régimen de nulidades; los tiempos procesales; 
el grado de consulta, las notificaciones y recursos, 
el boletín de responsables fiscales; la intervención 
de la Contraloría en los procesos penales; entre 
otros varios, materias no menos relevantes, que 
están comprendidas en el articulado y explicadas 
detalladamente en la exposición de motivos.

Acompaño el texto del proyecto integrado 
por dos partes: el articulado y la exposición de 
motivos debidamente suscritos.

Atentamente,

PROYECTO DE LEY NÚMERO DE 2018 
SENADO

por medio de la cual se modifican normas de la Ley 
610 de 2000, de la Ley 1474 de 2011, del Decreto-
ley 267 de 2000 y se dictan otras disposiciones en 

relación con el proceso de responsabilidad fiscal.

ARTICULADO
Artículo 1°. El artículo 2° de la Ley 610 de 

2000, quedará así:
Principios orientadores de la acción fiscal. En 

el ejercicio de la acción de responsabilidad fiscal 
se garantizará el debido proceso y su trámite 
se adelantará con sujeción a los principios 
establecidos en los artículos 29 y 209 de la 
Constitución Política y a los contenidos en la 
primera parte del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 
o de la ley que haga sus veces.

Artículo 2°. El artículo 7° de la Ley 610 de 
2000, quedará así:

Artículo 7°. Pérdida, daño o deterioro de 
bienes. En los casos de pérdida, daño o deterioro 
por causas distintas al desgaste natural que sufren 
las cosas, de bienes en servicio o inservibles no 
dados de baja, únicamente procederá derivación 
de responsabilidad fiscal cuando el hecho 
tenga relación con el ejercicio de actos propios 
de la gestión fiscal por parte de los presuntos 
responsables.
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Artículo 3°. El artículo 8° de la Ley 610 de 
2000, quedará así:

Artículo 8°. Presupuestos materiales para 
el trámite del proceso. El proceso de respons-
abilidad fiscal se tramitará cuando del análisis 
del dictamen del proceso auditor, de una denuncia 
o de la aplicación de cualquiera de los sistemas 
de control, se determine que están dados los 
elementos para proferir auto de apertura o de 
apertura e imputación.

Los elementos necesarios para la apertura del 
proceso se materializan en la fundamentación y 
pruebas que conforman los hallazgos de auditoría 
con incidencia fiscal, los resultados de las 
actuaciones de control oficiosas o el resultado del 
trámite previsto para la atención de las quejas o 
denuncias.

Para avocar conocimiento y dar inicio al proceso 
de responsabilidad fiscal, como mínimo, se debe 
acreditar y aportar plena prueba de la existencia 
del daño fiscal y del hecho generador del mismo, 
conforme a lo exigido para su determinación en 
el artículo 6° de la Ley 610 de 2000; y, además, 
contar con elementos probatorios suficientes que 
permitan la identificación de la entidad estatal 
o patrimonio público afectados y de autores de 
las actuaciones, acciones u omisiones que en el 
ejercicio de la gestión fiscal o con ocasión de la 
misma, generaron o contribuyeron a generar el 
daño fiscal.

Es deber de los funcionarios competentes para 
el desarrollo de lo anterior, promover la acción 
fiscal ante el funcionario competente, mediante 
el traslado de los antecedentes necesarios para 
dar inicio al proceso. Este traslado consiste en 
elaborar la presentación detallada de cada caso, 
con precisa acreditación de los elementos que 
lo integran y, aportar materialmente, en medio 
físico o digital, los elementos probatorios que 
brinden certeza sobre la existencia del daño y del 
hecho generador y que permitan determinar la 
entidad o patrimonio afectados y a los presuntos 
responsables.

En todo caso, ante la plena prueba de daño 
fiscal, es deber de los funcionarios encargados de 
estructurar el hallazgo para promover la acción 
fiscal, agotar su debida diligencia en la obtención 
de las pruebas que acrediten los demás elementos 
de la responsabilidad fiscal para hacer el traslado 
correspondiente al funcionario de conocimiento.

El funcionario competente para conocer del 
proceso de responsabilidad fiscal, evaluará la 
documentación trasladada y ordenará la apertura 
del proceso si la misma cumple con los presupuestos 
materiales y procesales mencionados. Con el auto 
de apertura o con el de apertura e imputación, se 
da inicio al proceso de responsabilidad fiscal.

Si la información del traslado no cumple 
con los presupuestos materiales y procesales, 
ordenará su rechazo y se devolverán los 
antecedentes a la dependencia o funcionarios que 
formularon el caso, para que con la reapertura 
del procedimiento que originó el hallazgo o con 
aplicación de otro sistema de control que resulte 
pertinente, se despeje toda duda sobre la existencia 
o inexistencia de los elementos necesarios para 
incoar la acción fiscal y conforme a ello se 
adopten las acciones que correspondan.

Sin perjuicio de los fenómenos de la caducidad 
y la prescripción, el rechazo del traslado no 
constituye cosa juzgada en lo administrativo.

Artículo 4°. El artículo 9° de la Ley 610 de 
2000, quedará así:

Artículo 9°. Caducidad y prescripción. La 
acción fiscal caducará si transcurridos cinco (5) 
años desde la ocurrencia del hecho generador del 
daño al patrimonio público, no se ha proferido 
auto de apertura del proceso de responsabilidad 
fiscal. Este término empezará a contarse para 
los hechos o actos instantáneos desde el día de 
su realización, y para los complejos, de tracto 
sucesivo, de carácter permanente o continuado 
desde la del último hecho o acto.

“La responsabilidad fiscal prescribirá en 
cinco (5) años, contados a partir del auto de 
apertura del proceso, si dentro de dicho término 
no ha sido expedido el acto administrativo que 
archive o declare la existencia o no existencia 
de responsabilidad fiscal. El fallo que declara 
la existencia de responsabilidad fiscal es acto 
jurídico diferente de los actos que resuelven los 
recursos sobre el mismo y del que resuelve el grado 
de consulta en el caso del literal c) del artículo 18, 
los cuales deberán ser decididos, en el término de 
un (1) año contado a partir de su debida y oportuna 
interposición. Si transcurrido este término no se 
han decidido los recursos, de reposición en los 
casos de única instancia o de apelación en los 
casos de doble instancia, ni el grado de consulta 
en el caso del literal c) del artículo 18, los mismos 
se entenderán fallados a favor del recurrente, 
sin perjuicio de la responsabilidad disciplinaria 
que tal abstención genere para el funcionario 
encargado de resolver”.

Los términos previstos en el presente artículo se 
suspenderán en los casos previstos en el artículo 
13 de esta ley.

“El vencimiento de los términos establecidos 
en el presente artículo no impedirá que cuando 
se trate de conductas punibles que afecten los 
bienes, recursos e intereses patrimoniales de 
carácter público, se pueda obtener la reparación 
de la totalidad del detrimento y demás perjuicios 
que haya sufrido la Administración, a través de 
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la intervención en el respectivo proceso penal, 
la cual podrá ser ejercida por la contraloría 
correspondiente o por la respectiva entidad 
pública cuando actúen en calidad de víctimas”.

Artículo 5°. El artículo 13° de la Ley 610 de 
2000, quedará así:

Artículo 18. Suspensión de términos. El 
cómputo de los términos previstos en la presente 
ley se suspenderá:

a)	 En los eventos de fuerza mayor o caso for-
tuito.

b)	 Por la tramitación de un conflicto de com-
petencia.

c)	 Por la tramitación de la solicitud de un 
cambio de radicación.

d)	 Por la tramitación de una declaración de 
impedimento o recusación.

e)	 Por cierre temporal del despacho que tra-
mite el proceso, decretado por acto admi-
nistrativo del Contralor.

En estos casos, tanto la suspensión como 
la reanudación de los términos se ordenarán 
mediante auto de trámite, que se notificará por 
estado al día siguiente y contra el cual no procede 
recurso alguno.

Artículo 6°. Los artículos 16 de la Ley 610 de 
2000 y 111 de la Ley 1474 de 2011, fusionados en 
uno solo, quedarán así:

Artículo 16. Procedencia de la cesación de la 
acción fiscal. En cualquier estado del proceso de 
responsabilidad fiscal, procederá la terminación 
anticipada de la acción cuando se acredite el pago 
del valor total del detrimento patrimonial objeto 
de la actuación, o aparezca demostrado que el 
daño investigado ha sido resarcido totalmente, o 
cuando se haya hecho el reintegro de los bienes 
objeto de la pérdida investigada o imputada.

Parágrafo. El resarcimiento total debe incluir 
la indexación del valor del daño objeto de la 
actuación.

Artículo 7°. El artículo 18° de la Ley 610 de 
2000, quedará así:

Artículo 18. Grado de consulta. Se establece el 
grado de consulta en defensa del interés público, 
del ordenamiento jurídico y de los derechos y 
garantías fundamentales. Procederá la consulta 
cuando:

a)	 Se dicte auto de archivo parcial o definitivo.
b)	 El fallo sea sin responsabilidad fiscal y/o 

en el mismo se ordene la desvinculación de 
las aseguradoras que se encuentren vincu-
ladas al proceso en calidad de tercero civil-
mente responsable.

c)	 El fallo sea con responsabilidad fiscal y el 
responsabilizado hubiere estado represen-
tado por un apoderado de oficio.

d)	 La desvinculación de las aseguradoras que 
se encuentren vinculadas al proceso en 
calidad de tercero civilmente responsable, 
antes del fallo.

Para efectos de la consulta, el funcionario 
que haya proferido la decisión, deberá enviar el 
expediente a su superior funcional o jerárquico, 
dentro de los cinco (5) días siguientes a su 
notificación.

Recibido el expediente, el superior dispondrá 
que permanezca en secretaría por el término de 
tres (3) días, durante los cuales los afectados con 
la decisión en grado de consulta, podrán presentar 
alegaciones en su favor. Vencido dicho término, se 
decidirá conforme a los incisos siguientes.

Cuando se trate de la consulta del auto 
de archivo o de desvinculación de las 
aseguradoras antes del fallo, el superior 
funcional o jerárquico, deberá proferir la 
respectiva providencia dentro de los treinta 
(30) días hábiles siguientes a la fecha de 
recibido el expediente. Si transcurrido este 
término, el superior no hubiere proferido la 
respectiva providencia, quedará en firme el 
auto materia de la consulta, sin perjuicio de 
la responsabilidad disciplinaria a que haya 
lugar.

Cuando se trate de la consulta de fallos, el 
superior deberá proferir la respectiva providencia, 
dentro del año siguiente a la fecha de recibido el 
expediente. Si transcurrido este término no se 
ha decido, quedará en firme el fallo objeto de la 
consulta, salvo el caso previsto en el artículo 9° y 
sin perjuicio de la responsabilidad disciplinaria a 
que haya lugar.

Parágrafo. Si con motivo de la consulta, se 
revoca el fallo de primera instancia, el superior 
expedirá el fallo que lo sustituya el cual se 
notificará por estado y contra el cual procede el 
recurso de reposición.

Artículo 8°. El artículo 19 de la Ley 610 de 
2000, quedará así:

Artículo 19. Muerte del implicado y 
emplazamiento a herederos. En el evento en que 
sobrevenga la muerte del presunto responsable 
fiscal después de su vinculación a un proceso de 
responsabilidad fiscal y se acredite dentro del 
proceso, se citarán y emplazarán a sus herederos 
con quienes se seguirá el trámite del proceso y 
quienes responderán hasta concurrencia con 
su participación en la sucesión. Los herederos 
participarán en el proceso en el estado en que este 
se encuentre.
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Artículo 9°. El artículo 20 de la Ley 610 de 
2000, quedará así:

Artículo 20. Reserva y expedición de copias. 
Las actuaciones adelantadas durante el proceso 
ordinario de responsabilidad fiscal son reservadas 
hasta cuando se practiquen las pruebas y una 
vez se encuentre expirado el término general 
fijado por la ley para su práctica y en todo caso 
hasta la imputación de la responsabilidad fiscal. 
En consecuencia, ningún funcionario podrá 
suministrar información, ni expedir copias de 
piezas procesales, salvo que las solicite autoridad 
competente para conocer asuntos judiciales, 
disciplinarios o administrativos.

El incumplimiento de esta obligación constituye 
falta disciplinaria, la cual será sancionada por la 
autoridad competente con multa de cinco (5) a 
diez (10) salarios mínimos mensuales.

Los sujetos procesales tendrán derecho 
a obtener copia de la actuación para su uso 
exclusivo y el ejercicio de sus derechos, con la 
obligación de guardar reserva sin necesidad de 
diligencia especial.

Artículo 10. El artículo 36 de la Ley 610 de 
2000, quedará así:

Artículo 36. Causales de nulidad. El proceso 
de responsabilidad fiscal, ordinario o verbal, es 
nulo, en todo o en parte, solamente cuando:

1.	 El funcionario que inicialmente conoció, 
actúe en el proceso después de declarar la 
falta de competencia.

3.	 Se adelanta después de ocurrida cualquie-
ra de las causales legales de suspensión, o 
si, en estos casos, se reanuda antes de la 
oportunidad debida.

4.	 Es indebida la representación de alguna de 
las partes, o cuando quien actúa como su 
apoderado judicial carece íntegramente de 
poder.

5.	 Se omiten las oportunidades previstas en 
la Ley para solicitar, decretar o practicar 
pruebas.

6.	 Se omita la oportunidad para presentar 
descargos, para sustentar un recurso o des-
correr su traslado.

8.	 No se practica en legal forma la notifica-
ción de las providencias, susceptibles de 
recurso.

Cuando en el curso del proceso se advierta 
que se ha dejado de notificar una providencia 
susceptible de recurso, el defecto se corregirá 
practicando la notificación omitida, pero será 
nula la actuación posterior que dependa de dicha 
providencia, salvo que se haya saneado en la 
forma establecida en esta ley.

La nulidad por indebida representación o 
notificación, solo podrá ser alegada por la 
persona afectada y solo beneficiará a quien la 
haya invocado.

“Cuando se declare la falta de competencia 
por el factor funcional o subjetivo, lo actuado 
conservará su validez y el proceso se enviará de 
inmediato al funcionario competente; pero si se 
hubiere dictado fallo, este se invalidará”.

Parágrafo. Las demás irregularidades del 
proceso se tendrán por subsanadas si no se 
impugnan oportunamente a través de los recursos 
correspondientes y en la debida oportunidad de 
acuerdo con lo previsto en el siguiente artículo.

Artículo 11. El artículo 37 de la Ley 610 de 
2000, quedará así:

Artículo 37. Saneamiento de nulidades. En 
cualquier etapa del proceso, ordinario o verbal, 
en que el funcionario advierta que existe alguna 
de las causales previstas en el artículo anterior, 
decretará la nulidad total o parcial de lo actuado 
desde el momento en que se presentó la causal 
y ordenará que se reponga la actuación que 
dependa del acto declarado nulo, para que se 
subsane lo afectado.

En estos casos, las pruebas practicadas 
legalmente conservarán su plena validez. La 
nulidad se considerará saneada en los siguientes 
casos:

“1.	Cuando quien podía alegarla no lo hizo 
dentro de los diez (10) hábiles siguientes a 
su ocurrencia o actuó sin proponerla”.

2.	 Cuando quien podía alegarla la convalidó 
en forma expresa antes de haber sido reno-
vada la actuación anulada.

3.	 Cuando se origine en la suspensión del 
proceso y no se alegue dentro de los cinco 
(5) días siguientes a la fecha en que haya 
cesado la causa.

4.	 Cuando a pesar del vicio el acto procesal 
cumplió su finalidad y no se violó el dere-
cho de defensa.

Artículo 12. El artículo 38 de la Ley 610 de 
2000, quedará así:

Artículo 38. Oportunidad y trámite para 
proponer nulidades. Las nulidades podrán 
alegarse en cualquiera de las instancias del 
proceso, ordinario o verbal, antes de que se dicte 
el fallo de primera instancia o con posteridad a 
este si la causal se origina en el mismo o en las 
actuaciones subsiguientes.

Las solicitudes de nulidad presentadas 
contra las actuaciones adelantadas en segunda 
instancia, serán resueltas por esta. En contra de 
dicha decisión no procede recurso alguno.
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En la respectiva solicitud se precisará la 
causal invocada y se expondrán las razones que 
la sustenten. Solo se podrá formular otra solicitud 
de nulidad con la misma causal por hechos 
posteriores o por causal diferente, siempre y 
cuando no se encuentre saneada.

No podrá alegar la nulidad quien haya dado 
lugar al hecho que la origina, ni quien omitió 
alegarla si tuvo oportunidad para hacerlo, ni 
quien después de ocurrida la causal haya actuado 
en el proceso sin proponerla.

Se rechazará de plano la solicitud de nulidad 
que se funde en causal distinta de las determinadas 
en este capítulo o la que se proponga después de 
saneada o por quien carezca de la condición de 
sujeto procesal en la actuación.

La solicitud de nulidad se resolverá dentro 
de los diez (10) días siguientes a la fecha de 
recibida la solicitud por parte del funcionario de 
conocimiento.

Contra el auto que resuelva las nulidades, solo 
procederá el recurso de reposición.

Artículo 14. El artículo 40 de la Ley 610 de 
2000, quedará así:

Artículo 40. Apertura del proceso de 
responsabilidad fiscal. Cuando de la queja, del 
dictamen o del ejercicio de cualquier acción de 
vigilancia o sistema de control, se encuentre 
establecida la existencia de un daño patrimonial al 
Estado e indicios serios sobre los posibles autores 
del mismo, el funcionario competente ordenará la 
apertura del proceso de responsabilidad fiscal.

Con el auto de apertura se inicia formalmente 
el proceso de responsabilidad fiscal. Contra este 
auto no procede recurso alguno.

El auto de apertura se notificará personalmente 
o por aviso a los presuntos responsables que 
se hayan identificado, en la forma y términos 
establecidos en el Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 
a fin de que ejerzan el derecho de defensa y 
contradicción.

La notificación personal se efectuará en la 
forma prevista en los artículos 67 y 68 de la 
Ley 1437 de 2011, y si ella no fuere posible se 
recurrirá a la notificación por aviso establecida 
en el artículo 69 de la misma ley. Si cumplido lo 
anterior, el presunto responsable no comparece 
o no puede ser localizado, se dará trámite a lo 
previsto en el artículo 43 de la presente ley, para 
la designación de apoderado de oficio.

Parágrafo. Si con posterioridad a la práctica 
de cualquier sistema de control fiscal cuyos 
resultados arrojaren dictamen satisfactorio, 
aparecieren pruebas de operaciones fraudulentas 
o irregulares relacionadas con la gestión fiscal 

analizada, se desatenderá el dictamen emitido y 
se iniciará el proceso de responsabilidad fiscal.

Artículo 15. El artículo 42 de la Ley 610 de 
2000, quedará así:

Artículo 42. Garantía de defensa del implicado. 
Quien tenga conocimiento de la existencia de 
proceso de responsabilidad fiscal en su contra, 
podrá solicitar al correspondiente funcionario 
que le reciba exposición libre y espontánea, para 
cuya diligencia podrá designar un apoderado 
que lo asista y lo represente durante el proceso, y 
así se le hará saber al implicado, sin que la falta 
de apoderado constituya causal que invalide lo 
actuado.

La versión libre y espontánea podrá ser 
recibida en cualquier momento del proceso, 
siempre y cuando se solicite antes del vencimiento 
del término previsto en el artículo 50 de esta ley.

Cuando a pesar de haber sido debidamente 
citado, el presunto responsable no comparece a 
rendir versión libre, se entenderá que declina de 
la diligencia salvo que la ausencia se justifique 
por fuerza mayor o caso fortuito dentro de los 
dos (2) días siguientes a la fecha en que debió 
presentarse. Caso en el cual se le citará por una 
(1) vez más.

La renuencia o inasistencia del presunto 
responsable a comparecer a rendir versión libre 
y espontánea, no será obstáculo para adelantar 
el proceso, siempre y cuando, se le garantice 
la capacidad de solicitar pruebas, presentar 
argumentos de defensa y rendir descargos, 
directamente o través de apoderado de confianza 
o de apoderado de oficio.

Artículo 16. El artículo 43 de la Ley 610 de 
2000, quedará así:

Artículo 43. Notificación y nombramiento 
de apoderado de oficio. Cuando de conformidad 
con lo establecido en los artículos 67 y 68 de la 
Ley 1437 de 2011, no sea posible la notificación 
personal del auto de apertura al presunto 
responsable, en el proceso ordinario; o del auto 
de apertura e imputación, en el proceso verbal, 
se procederá a hacer la notificación por aviso con 
todos los trámites previstos en el artículo 69 de la 
misma ley.

Si cumplida la notificación por aviso no 
comparece el presunto responsable o no se tiene 
información sobre su localización, el aviso, con 
copia íntegra del acto administrativo, se publicará 
en la página electrónica y en todo caso en un lugar 
de acceso al público de la respectiva entidad por 
el término de cinco (5) días, con la advertencia 
de que la notificación se considerará surtida al 
finalizar el día siguiente al retiro del aviso. En el 
expediente se dejará constancia de la remisión o 
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publicación del aviso y de la fecha en que por este 
medio quedará surtida la notificación personal.

Si agotados los anteriores trámites no 
comparece, se le designará apoderado de oficio 
con quien se continuará el trámite del proceso.

Para este efecto podrán designarse miembros 
de los consultorios jurídicos de las Facultades de 
Derecho legalmente reconocidas, a los abogados 
inscritos en las listas de auxiliares de la justicia 
conforme a la ley y a aquellos abogados inscritos 
que ejerzan habitualmente la profesión, conforme 
a las listas que para el efecto remitan, el Consejo 
Superior y Consejos Seccionales de la Judicatura, 
quienes no podrán negarse a cumplir con este 
mandato so pena de incurrir en las sanciones 
legales correspondientes.

Artículo 17. El artículo 46 de la Ley 610 de 
2000, quedará así:

Artículo 46. Decisión. En cualquier momento 
de la actuación y mediante providencia motivada, 
se procederá al archivo del proceso o a dictar auto 
de imputación de responsabilidad fiscal, cuando 
de la prueba incorporada exista convicción 
suficiente en uno u otro sentido.

Artículo 18. El artículo 47 de la Ley 610 de 
2000, quedará así:

Artículo 47. Auto de archivo. Habrá lugar a 
proferir auto de archivo cuando se pruebe que 
el hecho no existió, que no es constitutivo de 
detrimento patrimonial o no comporta el ejercicio 
de gestión fiscal, se acredite la operancia de 
una causal excluyente de responsabilidad o se 
determine que los presuntos responsables no 
actuaron con culpa grave o dolo o se demuestre 
que la acción no podía iniciarse o proseguirse por 
haber operado la caducidad o la prescripción de 
la misma.

Artículo 19. EL artículo 49 de la Ley 610 de 
2000, quedará así:

Artículo 49. Notificación del auto de 
imputación de responsabilidad fiscal. El auto de 
imputación de responsabilidad fiscal se notificará 
personalmente a los presuntos responsables o a 
sus apoderados si los tuvieren y a la compañía 
de seguros si la hubiere, en la forma y términos 
establecidos en los artículos 67 y 68 de la Ley 
1437 de 2011. Si esta notificación no fuere posible 
se recurrirá a la notificación por aviso establecida 
en el artículo 69 de la misma ley.

Si cumplido lo anterior, el presunto responsable 
no comparece o no puede ser localizado y si, 
además, aún no se encuentra representado por 
apoderado de oficio o de confianza, se dará trámite 
a lo previsto en el artículo 43 de la presente ley, 
para la designación de apoderado de oficio.

Artículo 20. El artículo 50 de la Ley 610 de 
2000, quedará así:

Artículo 50. Traslado. Los presuntos 
responsables fiscales dispondrán de un término de 
diez (10) días contados a partir del día siguiente 
a la notificación personal o por aviso del auto 
de imputación para presentar los argumentos 
de defensa frente a las imputaciones efectuadas 
en el auto y solicitar y aportar las pruebas que 
se pretendan hacer valer. Durante este término 
el expediente permanecerá disponible en la 
Secretaría.

Luego de expedido el auto de imputación, 
solo será posible la diligencia de versión libre de 
los imputados que no la hayan rendido durante 
el proceso, siempre y cuando estos lo soliciten 
dentro de término previsto en el inciso anterior.

Artículo 21°. El artículo 51 de la Ley 610 de 
2000, quedará así:

Artículo 51. Decreto y practica de pruebas. 
Vencido el término anterior, el funcionario 
competente ordenará mediante auto la práctica 
de las pruebas solicitadas o decretará de oficio 
las que considere pertinentes y conducentes. El 
auto que decrete o rechace las pruebas deberá 
notificarse por estado al día siguiente de su 
expedición.

Contra el auto que rechace la solicitud de 
pruebas procederán los recursos de reposición y 
apelación.

Artículo 22. Vinculación de nuevos respon-
sables. Cuando con posterioridad a la imputación, 
en el proceso ordinario, se encuentre necesario 
vincular nuevos presuntos responsables fiscales, 
se adicionará el auto de apertura para tales 
efectos.

Si como consecuencia de evaluar las actua-
ciones en relación con los nuevos vinculados, se 
determina que contra estos procede la imputación, 
se les deberá garantizar los mismos derechos y 
facultades procesales de los demás implicados.

Artículo 23. Congruencia. Para efectos del 
proceso de responsabilidad fiscal ordinario y 
verbal, la congruencia implica que la imputación 
no podrá versar sobre daños diferentes al que ha 
sido objeto de apertura; y así mismo, que el fallo 
con responsabilidad fiscal, no puede referirse a 
daños que no hayan sido objeto de imputación.

Artículo 24. El artículo 55 de la Ley 610 de 
2000, quedará así:

Artículo 55. Notificación del fallo y recursos. 
La providencia que decida el proceso de 
responsabilidad fiscal se notificará personalmente 
o por aviso en la forma y términos que establece 
el Código de Procedimiento Administrativo y de 
lo Contencioso Administrativo.
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Cuando el proceso sea de única instancia, 
contra el fallo procederá el recurso de reposición. 
En los de doble instancia, contra el fallo solamente 
procede el recurso de apelación.

Ante el rechazo del recurso de apelación, 
procederá el recurso de queja en la forma y 
términos previstos en el artículo 74, numeral 3 del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo.

Artículo 25. El artículo 56 de la Ley 610 de 
2000, quedará así:

Artículo 56. Firmeza de las providencias. 
Las providencias, incluidas las que ponen fin al 
proceso de responsabilidad fiscal, quedarán en 
firme:

1.	 Cuando contra ellas no proceda ningún re-
curso, desde el día siguiente al de su notifi-
cación.

2.	 Cinco (5) días hábiles después de la última 
notificación, cuando no se interpongan re-
cursos o se renuncie expresamente a ellos.

3.	 Cuando los recursos interpuestos se hayan 
decidido.

Artículo 26. El artículo 60 de la Ley 610 de 
2000, quedará así:

Artículo 60. Sistema de información de 
responsables fiscales. La Contraloría General de 
la República mantendrá actualizado el sistema 
de información de los nombres de las personas 
naturales o jurídicas a quienes se les haya 
dictado fallo con responsabilidad fiscal en firme y 
ejecutoriado y no hayan satisfecho la obligación 
contenida en él.

Para efecto de lo anterior, las contralorías 
territoriales y la Auditoría General de la 
República deberán informar a la Contraloría 
General de la República, la relación de las 
personas a quienes se les haya dictado fallo con 
responsabilidad fiscal dentro de los cinco (5) días 
hábiles siguientes a su firmeza, así como de las 
que hubieren acreditado el pago correspondiente, 
de los fallos que hubieren sido anulados por la 
jurisdicción de lo contencioso administrativo y de 
las revocaciones directas que hayan proferido, de 
la declaratoria de pérdida de fuerza ejecutoria, y 
de las órdenes judiciales que se profieran, para 
incluir o retirar sus nombres del boletín, según el 
caso.

El incumplimiento de esta obligación será 
causal de mala conducta. Los representantes 
legales, así como los nominadores y demás 
funcionarios competentes, deberán abstenerse 
de nombrar, dar posesión o celebrar cualquier 
tipo de contrato con quienes aparezcan en el 
sistema de información de responsables fiscales, 
so pena de incurrir en causal de mala conducta, 

en concordancia con lo dispuesto en el artículo 6° 
de la Ley 190 de 1995.

El Sistema de Información de Responsables 
Fiscales “SIBOR” que maneja la Contraloría 
General de la República únicamente contendrá 
información relacionada con las personas 
naturales y/o jurídicas que hayan sido declaradas 
fiscalmente responsables por cualquier organismo 
de control fiscal. En consecuencia, la información 
sobre las multas que no fueren pagadas dentro del 
mes siguiente, de que trata el artículo 180 de la 
Ley 1801 de 2016 deberá reportarse al Boletín 
de Deudores Morosos que maneja la Contaduría 
General de la Nación.

Parágrafo. Las personas naturales o jurídicas 
incluidas en el sistema de información de 
responsables fiscales serán reportadas a las 
centrales de riesgo del sector financiero.

Artículo 27°. El artículo 65 de la Ley 610 de 
2000, quedará así:

Artículo 65. Intervención en los procesos 
penales, en calidad de víctima. Los contralores, 
por sí mismos o por intermedio de sus delegados 
o apoderados, podrán intervenir y asumir la 
condición de víctima en los procesos penales que 
se adelanten por conductas punibles de cualquier 
naturaleza que atenten contra bienes y recursos 
públicos o contra intereses patrimoniales del 
Estado.

Las entidades que de conformidad con el 
artículo 36 de la Ley 190 de 1995, estén obligadas 
a intervenir dentro de los procesos penales 
mencionados, deberán informar a las contralorías 
respectivas sobre su gestión y resultados. La 
actuación de estas entidades no desplaza a la de 
la Contraloría.

Parágrafo. Cuando en las calidades previstas 
en este artículo, los contralores o sus apoderados 
soliciten el embargo de bienes como medida 
preventiva no podrán ser obligados a prestar 
caución.

Artículo 28. El artículo 66 de la Ley 610 de 
2000, quedará así:

Artículo 66. Remisión a otras fuentes nor-
mativas. En los aspectos no previstos en la presente 
ley se aplicarán, en su orden, las disposiciones del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo y el Código General 
del Proceso y el Código de Procedimiento Penal, 
en cuanto sean compatibles con la naturaleza del 
proceso de responsabilidad fiscal, como actuación 
administrativa que no corresponde a un proceso 
de partes.

En materia de policía judicial, se aplicarán 
las disposiciones del Código de Procedimiento 
Penal, sin perjuicio de las normas que en materia 
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probatoria son especialmente aplicables al 
Proceso de Responsabilidad Fiscal.

Artículo 29. El artículo 97 de la Ley 1474 de 
2011, quedará así:

Artículo 97. Procedimiento verbal de 
responsabilidad fiscal. Se adelantará proceso 
de responsabilidad fiscal verbal, cuando del 
análisis del dictamen del proceso auditor, de un 
hallazgo, de una indagación preliminar, de una 
denuncia o de la aplicación de cualquiera de los 
sistemas de control, se determine que están dados 
los elementos para proferir auto de apertura de 
proceso de responsabilidad fiscal, cuya cuantía 
no sea superior a los 500 salarios mínimos legales 
mensuales vigentes (smlmv).

Artículo 30. El artículo 102 de la Ley 1474 de 
2011, quedará así:

Artículo 102. Recursos. Contra los actos que se 
profieran en el proceso verbal de responsabilidad 
fiscal, proceden los siguientes recursos:

El recurso de reposición procede contra el 
rechazo a la petición de negar la acumulación de 
actuaciones y contra la decisión que resuelve las 
solicitudes de nulidad.

El recurso de reposición y en subsidio el 
recurso de apelación procede contra la decisión 
que deniegue la práctica de pruebas y contra 
el auto que decrete medidas cautelares, en este 
último caso el recurso se otorgará en el efecto 
devolutivo.

Cuando el proceso sea de única instancia, 
contra el fallo con responsabilidad fiscal proferido 
en audiencia procede el recurso de reposición. 
Cuando sea de doble instancia, contra el fallo 
solo procede el recurso de apelación.

Estos recursos se interpondrán en la audiencia 
de decisión y serán resueltos dentro de los dos 
(2) meses siguientes, contados a partir del día 
siguiente a la sustentación del mismo.

Artículo 31. El artículo 104 de la Ley 1474 de 
2011, quedará así:

Artículo 104. Notificación de las decisiones. 
Las decisiones que se profieran en el curso del 
proceso verbal de responsabilidad fiscal, se 
notificarán en forma personal, por aviso, por 
estrados, por estado o por conducta concluyente, 
con los siguientes procedimientos:

a)	 Se notificará personalmente al presunto 
responsable fiscal o a su apoderado o de-
fensor de oficio, según el caso, el auto de 
apertura e imputación.

La notificación personal se efectuará en la 
forma prevista en los artículos 67 y 68 de la 
Ley 1437 de 2011, y si ella no fuere posible se 
recurrirá a la notificación por aviso establecida 
en el artículo 69 de la misma ley;

b)	 Se notificará por estado, la providencia 
que resuelve los recursos de reposición o 
de apelación contra el fallo con respon-
sabilidad fiscal, según se trate de proce-
sos de única o de doble instancia respec-
tivamente.

c)	 Las decisiones que se adopten en audien-
cia, se entenderán notificadas a los sujetos 
procesales inmediatamente se haga el pro-
nunciamiento, se encuentren o no presentes 
en la audiencia.

En caso de no comparecer a la audiencia a 
pesar de haberse hecho la citación oportunamente, 
se entenderá surtida la notificación salvo que la 
ausencia se justifique por fuerza mayor o caso 
fortuito dentro de los dos (2) días siguientes a 
la fecha en que se profirió la decisión, caso en 
el cual la notificación se realizará por estado, al 
día siguiente de haberse aceptado la justificación. 
En el mismo término se deberá hacer uso de los 
recursos, si a ello hubiere lugar;

d)	 Cuando no se hubiere realizado la notifi-
cación o esta fuera irregular, la exigencia 
legal se entiende cumplida, para todos los 
efectos, cuando el sujeto procesal dándose 
por suficientemente enterado, se manifiesta 
respecto de la decisión, o cuando él mismo 
utiliza en tiempo los recursos procedentes.

Dentro del expediente se incluirá un 
registro con la constancia de las notificaciones 
realizadas tanto en audiencia como fuera de 
ella, para lo cual se podrán utilizar los medios 
técnicos idóneos;

e)	 La vinculación del garante, en calidad de 
tercero civilmente responsable, se realiza-
rá mediante el envío de una comunicación. 
Cuando sea procedente la desvinculación 
del garante se llevará a cabo en la misma 
forma en que se vincula.

Artículo 32. El artículo 110 de la Ley 1474 de 
2011, quedará así:

Artículo 110. Instancias. El proceso de 
responsabilidad fiscal será de única instancia 
cuando la cuantía del presunto daño patrimonial 
estimado en el auto de apertura e imputación o 
de imputación de responsabilidad fiscal, según el 
caso, sea igual o inferior a 250 salarios mínimos 
legales mensuales vigentes, a la fecha de la 
imputación, y será de doble instancia cuando 
supere la suma señalada.

Si en el curso de proceso se acredita un aumento 
en la cuantía del daño patrimonial a investigar y 
con ello se supera el límite establecido en el inciso 
anterior, a partir de ese momento se adecuará la 
actuación al trámite de segunda instancia.



Página 18	 Martes, 21 de agosto de 2018	 Gaceta del Congreso  611

De igual forma, en el evento en que en el tramite 
un proceso de responsabilidad fiscal de doble 
instancia, se establezca en la imputación que la 
cuantificación real del detrimento patrimonial no 
supera la cuantía establecida en este artículo, se 
deberá adecuar la actuación al trámite de única 
instancia a partir de dicho momento procesal”.

Artículo 33. El artículo 116 de la Ley 1474 de 
2011, quedará así:

Artículo 116. Utilización de medios 
tecnológicos. En la gestión y trámite de los 
procesos de responsabilidad fiscal, en cuanto las 
condiciones técnicas, económicas y presupuestales 
lo permitan, se procurará el uso de las tecnologías 
de la información y las comunicaciones con el fin 
de facilitar y agilizar el acceso y conservación de 
las actuaciones. Las pruebas y diligencias serán 
recogidas y conservadas en medios técnicos. Así 
mismo, la evacuación de audiencias, diligencias 
en general y la práctica de pruebas pueden 
llevarse a cabo en lugares diferentes a la sede 
del funcionario competente para adelantar el 
proceso, a través de medios como la audiencia o 
comunicación virtual, siempre que otro servidor 
público controle materialmente su desarrollo 
en el lugar de su evacuación. De ello se dejará 
constancia expresa en el acta de la diligencia.

Las decisiones podrán notificarse a través 
de un número de fax o a la dirección de correo 
electrónico del investigado o de su defensor, si 
previamente y por escrito, hubieren aceptado ser 
notificados de esta manera. La notificación se 
entenderá surtida en la fecha que aparezca en el 
reporte del fax o en que el correo electrónico sea 
enviado. La respectiva constancia será anexada 
al expediente.

Parágrafo. Para el desarrollo de las 
audiencias que conforman el proceso verbal de 
responsabilidad fiscal, se podrán utilizar medios 
tecnológicos de comunicación audiovisuales 
o electrónicos, que permitan la interacción 
virtual remota entre los sujetos procesales y los 
funcionarios de conocimiento.

Artículo 34. El artículo 117 de la Ley 1474 de 
2011, quedará así:

Artículo 117. Informe técnico. Los órganos 
de vigilancia y control fiscal podrán comisionar 
a sus funcionarios o contratistas para que rindan 
informes técnicos que se relacionen con su 
profesión o especialización. Así mismo, podrán 
requerir a entidades públicas o particulares, 
para que en forma gratuita rindan informes 
técnicos o especializados que se relacionen con 
su naturaleza y objeto. Estas pruebas estarán 
destinadas a demostrar o ilustrar hechos que 
interesen al proceso.

El incumplimiento de ese deber por parte de 
las entidades públicas o particulares de rendir 
informes, dará lugar a la imposición de las 
sanciones indicadas en el artículo 101 de la Ley 
42 de 1993. En lo que a los particulares se refiere, 
la sanción se tasará entre cinco (5) y veinticinco 
(25) salarios mínimos mensuales legales vigentes.

El informe se pondrá a disposición de 
los sujetos procesales para que ejerzan su 
derecho de defensa y contradicción, por el 
término que sea establecido por el funcionario 
competente de acuerdo con la complejidad 
del mismo y sin ningún otro trámite adicional 
de contradicción. Durante dicho periodo los 
implicados podrán solicitar que el informe se 
aclare, complemente o adicione. Vencido el 
término anterior, no cabe solicitar ni tramitar 
ninguna solicitud de aclaración, complemento 
o adición del informe.

“Las aclaraciones, complementaciones o 
adiciones deberán tener relación directa con la 
cuestión que es materia del informe, so pena del 
rechazo de plano de las solicitudes”.

Una vez cumplido el trámite de aclaraciones, 
complementaciones o adiciones, en el proceso 
ordinario y en el verbal, no habrá lugar a solicitar 
la práctica de otra prueba técnica sobre la misma 
materia que ha sido objeto de contradicción.

Parágrafo. En todo caso, las pruebas técnicas 
de cualquier índole que sean aportadas por 
los presuntos responsables, se apreciarán en 
consideración a la solidez, claridad, exhaustividad, 
precisión y calidad de sus fundamentos en 
conjunto con las demás pruebas y de acuerdo con 
las reglas de la sana crítica.

Artículo 35. Oportunidad y efecto de los 
recursos. Los recursos que conforme a la ley se 
establezcan para las providencias expedidas en 
el proceso de responsabilidad fiscal ordinario, 
deberán interponerse dentro de los cinco (5) días 
hábiles siguientes a la notificación.

Los recursos que se interpongan en el proceso 
ordinario y en el proceso verbal, se concederán 
en el efecto devolutivo, salvo el recurso de 
apelación contra la decisión que niega totalmente 
el decreto y práctica de pruebas y los recursos 
contra los fallos de primera instancia, los cuales 
se concederán en el efecto suspensivo.

Artículo 36. Distribución de competencias y 
cambio de radicación de procesos en materia de 
responsabilidad fiscal. Corresponde al Contralor 
General de la República distribuir las funciones 
y competencias atribuidas en la Constitución o 
la ley a la Contraloría General de la República 
en materia de responsabilidad fiscal, entre las 
distintas dependencias y servidores de la entidad, 
atendiendo entre otros criterios el de especialidad, 
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jerarquía y las calidades de los sujetos procesales, 
cada vez que por necesidades del servicio se 
requiera.

En desarrollo de lo establecido en el artículo 
268 de la Constitución Política, además de 
lo dispuesto en otras disposiciones legales, el 
Contralor General de la República, de oficio 
o por solicitud de los sujetos procesales, podrá 
cambiar el conocimiento de los procesos de 
responsabilidad fiscal, con desplazamiento del 
funcionario o de la dependencia originalmente 
competente, para asignar o reasignar su 
conocimiento a cualquier otra dependencia o 
funcionario competente, cuando la cuantía del 
daño, la especialidad de la materia, el desarrollo 
de políticas de descongestión o trascendencia 
pública de los hechos lo ameriten.

Artículo 37. El numeral 3 del artículo 51 del 
Decreto-ley 267 de 2000, quedará así:

3.	 Adelantar las actuaciones relacionadas 
con la responsabilidad fiscal, que sirvan de 
soporte al proceso de responsabilidad fiscal que 
deberá iniciar la Contraloría Delegada para 
Investigaciones, Juicios Fiscales y Jurisdicción 
Coactiva y la Unidad de Investigaciones 
Especiales contra la Corrupción.

Artículo 38. Los numerales 4 del artículo 58 
del Decreto-ley 267 de 2000, quedará así:

4.	 Dirigir los procesos de investigación, jui-
cios fiscales y jurisdicción coactiva a que 
haya lugar como producto del ejercicio de 
la vigilancia fiscal, incluso por control ex-
cepcional, de acuerdo con las actuaciones 
de vigilancia y control adelantadas por las 
contralorías delegadas y los grupos audi-
tores habilitados para el efecto en el caso 
del control excepcional.

14.	 Coordinar con las dependencias competen-
tes de la Contraloría General de la Repú-
blica, cuando se obtengan hallazgos de las 
auditorías que así lo ameriten, el adelanto 
de las actuaciones de vigilancia y control 
necesarias para adelantar el proceso de 
responsabilidad fiscal.

Artículo 39. Régimen de transición y vigencia. 
La presente ley comenzará a regir a partir de su 
promulgación.

Esta ley solo se aplicará a los procesos de 
responsabilidad fiscal ordinarios y verbales que 
se inicien con posterioridad a la entrada en 
vigencia.

Las indagaciones preliminares y los procesos 
de responsabilidad fiscal ordinarios y verbales en 
curso a la entrada en vigencia de la presente ley 
seguirán rigiéndose y culminarán de conformidad 
con el régimen jurídico anterior.

Artículo 40. Derogar los artículos 39 y 45 de la 
Ley 610 de 2000; 109 de la Ley 1474 de 2011; y el 
numeral 9 del artículo 52.

De los honorables Congresistas, muy 
respetuosamente,

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Introducción
En ejercicio de la facultad prevista en el numeral 

9 del artículo 268 de la Constitución Política, 
me permito presentar al Honorable Congreso de 
la República, a través del Honorable Senado, el 
presente proyecto de ley que tiene el propósito 
de hacer más efectivo y funcional el proceso de 
responsabilidad fiscal, actualmente regulado por 
la Ley 610 de 2000, y por algunas disposiciones 
de la Ley 1474 de 2000. En esencia, lo que se 
pretende es fortalecer y brindar efectividad y 
oportunidad a la recuperación de los perjuicios 
generados en el ámbito de la gestión fiscal dentro 
de un marco de garantías igualmente sólido.

Debo destacar, como uno de los aspectos 
centrales, que del proyecto se ocupa en garantizar 
que el inicio y trámite del proceso sea fruto de una 
previa y sólida labor de vigilancia y control y que, 
por lo tanto, la apertura sólo sea posible cuando se 
tenga certeza de la existencia de daño fiscal.

La experiencia de estos cuatro años, me 
ha permitido establecer que, definitivamente, 
la demora y dificultad de los procesos de 
responsabilidad fiscal para ordenar el resarcimiento 
efectivo del patrimonio público, en parte, se 
explica por la incipiente calidad de los hallazgos 
fiscales y la insuficiente evidencia probatoria con 
la que se acompañan. En tal sentido, es necesario 
establecer con toda claridad en la norma legal, 
que sólo cuando los funcionarios auditores estén 
en condiciones de sustentar un hallazgo fiscal ante 
el funcionario que adelanta el juicio fiscal, es que 
procede la apertura del proceso de responsabilidad 
fiscal.

Esa división de tareas, entre sistemas de 
vigilancia y control (auditorías) y proceso de 
responsabilidad fiscal, reiterada por la jurispru-
dencia constitucional1, aconseja recuperar la idea 
del legislador de 1993 y de 2000, desdibujada 
en la práctica y que concibe el proceso de 
responsabilidad como el trámite para determinar 

1	 La Corte Constitucional, en las Sentencias C-840 de 
2001, C-382 de 2008 y C-557 de 2009.
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la imputabilidad de un daño fiscal cuya existencia 
está demostrada ab initio.

Por consiguiente, a partir de esta premisa el 
funcionario de conocimiento no tiene porqué 
ocuparse de acreditar la existencia del daño; y 
en cambio sí de concentrar su tarea en establecer 
a ciencia cierta la situación de los presuntos 
responsables fiscales. Mientras tengamos que 
ocupar, buena parte del tiempo previsto en la ley 
para adelantar los procesos de responsabilidad, 
en recaudar medios de prueba que debieron 
haberse recaudado en la auditoría, se mantendrán 
las congestiones y demora de su trámite, con el 
peligro que esta situación conlleva para el debido 
resarcimiento del daño fiscal.

Con ese punto de partida, el proyecto que se 
somete a consideración del Congreso, además, se 
ocupa de precisar y regular aspectos relacionados 
con la apertura, impulso, la intervención de 
los sujetos procesales, la delimitación entre la 
primera y segunda instancias, el régimen de 
nulidades, los tiempos del proceso, el grado 
de consulta, las notificaciones y recursos entre 
otros varios aspectos no menos relevantes, del 
proceso de responsabilidad fiscal materias todas 
que, como se detallará a continuación, hacen 
exclusiva referencia a los aspectos procesales de 
la determinación de este tipo de responsabilidad.

Principios orientadores de la acción fiscal
El artículo propuesto para modificar el 2° de 

la Ley 610 de 2000, con el objetivo de actualizar 
y armonizar con las reglas generales de la Ley 
1437 de 2011, reafirma el carácter de actuación 
administrativa que corresponde al proceso 
de responsabilidad fiscal, al hacer remisión 
expresa a los principios de todo procedimiento 
administrativo como parte del esquema axiológico 
de las garantías procesales que ha de rodear el 
juzgamiento en sede administrativa de las acciones 
u omisiones generadoras de daño en el ámbito de 
la gestión fiscal.

Pérdida, daño o deterioro de bienes
La modificación al artículo 7° de la Ley 

610 de 2000, se explica por la inapropiada 
asimilación o indebida mixtura que hace la 
norma actual, entre la responsabilidad fiscal y la 
responsabilidad disciplinaria; y para excluir la 
indebida dependencia de la declaración de una 
falta disciplinaria para ordenar el resarcimiento 
que, al tratarse del patrimonio público afectado, 
sólo procede por acción fiscal o por acción de 
repetición.

Presupuestos materiales para el inicio del 
proceso de responsabilidad fiscal

Se modifica el artículo 8° de la mencionada 
Ley 610 de 2000 y, a partir de este, se introducen 
modificaciones esenciales a la actual delimitación 

entre las funciones de la función auditora y 
las funciones del proceso de responsabilidad 
fiscal. Así este artículo recoge la propuesta que 
reiteradamente ha planteado el suscrito Contralor 
General, en el sentido de asegurar que el hallazgo 
fiscal, como fruto de los distintos sistemas de 
control fiscal cuente con plena prueba para iniciar 
la acción fiscal, de manera que los funcionarios 
que lo estructuran estén en las condiciones de 
incoar y sustentar el caso ante el funcionario de 
conocimiento del proceso de responsabilidad 
fiscal.

El proceso de responsabilidad fiscal, está 
concebido como el medio a través del cual se 
adelantan las acciones para resarcir el daño fiscal 
cuya certeza ha dado inicio al mismo. Es decir, 
que el proceso de responsabilidad fiscal, primero, 
desde la Ley 42 de 1993, luego en las Leyes 610 
de 2000 y 1474 de 2011, no está previsto para 
probar la existencia o inexistencia de este tipo 
de daño, precisamente, porque es presupuesto 
de partida del mismo proceso, contar con la 
acreditación indubitable de la lesión antijurídica 
al patrimonio público. En otras palabras, el 
proceso de responsabilidad fiscal no puede ser la 
continuación del proceso auditor ni de los otros 
medios de vigilancia. Debe ser la consecuencia.

En ese orden de ideas, el proceso de 
responsabilidad fiscal, se inscribe en la naturaleza 
de un proceso en el que a partir de la acreditación 
del daño generado con ocasión de la gestión fiscal, 
se busca establecer a ciencia cierta si se puede o 
no atribuir a los presuntos responsables por su 
acción u omisión dolosa o gravemente culposa y 
en la órbita de la gestión fiscal.

Al considerar que el sustento objetivo de la 
acción fiscal, hace referencia a la existencia de un 
daño al patrimonio público generado con ocasión 
de la gestión fiscal, se propone modificación del 
actual artículo 8° de la Ley 610 de 2000, para 
precisar que si el inicio del proceso es consecuencia 
de la aplicación de los sistemas de control fiscal y 
de los mecanismos de apoyo del control ciudadano, 
es preceptivo que la comprobación del daño, junto 
con los demás elementos de la responsabilidad 
fiscal, deban estar acreditadas y probadas como 
desarrollo de estos sistemas y mecanismos.

En tal sentido, se prevé que tales actuaciones 
de origen del proceso, necesariamente, se 
soporten en pruebas ciertas, de tal manera que, 
con su perfeccionamiento y trámite se acredite de 
modo indubitable y como mínimo, la existencia 
del daño fiscal, del hecho generador y elementos 
de juicio sobre la entidad afectada y los presuntos 
responsables.

A partir de esta premisa, se considera necesario 
reafirmar el deber de los funcionarios a cargo 
de los procesos de auditoría y demás sistemas 
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de control fiscal, de estructurar los hallazgos o 
actuaciones con incidencia fiscal, basados en 
pruebas suficientes para acreditar, como mínimo, 
la certeza del daño fiscal, del hecho generador 
y de los indicios u otras pruebas sobre los 
demás elementos de la responsabilidad fiscal. 
Consecuente con ello, se establece que la acción 
fiscal se promueve con el traslado y la presentación 
de pruebas como deber de los funcionarios que 
han configurado el hallazgo fruto de los sistemas 
de control y vigilancia fiscal. Es decir, que 
quienes han configurado el hallazgo o caso con 
incidencia fiscal están en el deber de solicitar el 
inicio de la acción fiscal, con la presentación y 
sólida sustentación junto con el aporte material 
de pruebas ciertas sobre los elementos de la 
responsabilidad fiscal.

Así mismo, se prevé que sin el cumplimiento 
de estos requisitos, el funcionario competente 
para conocer del proceso de responsabilidad 
fiscal, sólo ordenará la apertura del proceso, si se 
cumplen con los citados presupuestos materiales 
y procesales.

Por el contrario, el funcionario competente 
para conocer del proceso, rechazará de plano el 
traslado del hallazgo que no cumpla con tales 
presupuestos y devolverá las diligencias a la 
oficina de origen para que, con la reapertura del 
procedimiento que originó el hallazgo o con 
aplicación de otro sistema de control que resulte 
pertinente, se despeje toda duda sobre la existencia 
o inexistencia de los elementos necesarios para 
incoar la acción fiscal y se adopten las acciones 
que correspondan, de manera oportuna y efectiva 
para evitar el fenómeno de la caducidad.

Consecuente con lo anterior, es que en 
desarrollo que la iniciativa que ha planteado el 
suscrito Contralor General, el texto de presente 
proyecto suprime la indagación preliminar.

Finalmente, se prevé que el rechazo de los 
hallazgos mal concebidos no dará lugar a la cosa 
juzgada, sin perjuicio de los fenómenos de la 
caducidad y de la prescripción.

Términos de la caducidad y la prescripción. 
Su suspensión e interrupción

Se propone la modificación del artículo 9°, 
de la Ley 610 de 2000, primero, para precisar 
los momentos referenciales de la prescripción 
de la responsabilidad fiscal y, luego, con base 
en ello, distinguir entre el caso del fallo con 
responsabilidad fiscal y el acto que resuelve 
los recursos interpuestos en contra de este, 
con el objeto de señalar que los cinco (5) años 
previstos inicialmente para la prescripción de la 
responsabilidad hace relación con la decisión de 
primera instancia. En ese orden de ideas, si esta 
decisión primigenia, declara la existencia de 

responsabilidad y la misma se expide antes de dicho 
término, el mismo se interrumpe. Luego, a partir 
de la interposición de los recursos el competente 
para resolver, cuenta con el término preclusivo de 
un (1) año para decidir el recurso de reposición, en 
los casos de única instancia; o de apelación en los 
casos de segunda instancia, tiempo dentro del cual 
está obligado a un pronunciamiento definitivo, so 
pena de pérdida de competencia y de entender 
que tales recursos resultan fallados a favor del 
recurrente, con la consecuente responsabilidad 
disciplinaria a que haya lugar.

Se hace expresa mención del grado de consulta 
para el caso del fallo con responsabilidad fiscal 
en el que el responsabilizado hubiere estado 
representado por un apoderado de oficio, regulada 
en el literal c) del artículo que modifica el artículo 
18 de la Ley 610 de 2000, para garantizar ante el 
superior funcional, igual tratamiento al que, en este 
proyecto, se pretende dar a los responsabilizados 
en primera instancia.

Al respecto debe mencionarse que este 
mecanismo de interrupción de la prescripción 
para la resolución del recurso de apelación, ya ha 
sido adoptado en nuestra legislación en el ámbito 
administrativo sancionador el cual está revestido 
de una mayor exigencia en garantías para los 
involucrados. Así puede observarse en lo regulado 
por el artículo 52 de la Ley 1437 de 2011, sin que 
tenga glosa constitucional (Sentencia C-875/11).

Para lo anterior, debe tenerse en cuenta que 
el proyecto, en otras disposiciones, suprime el 
recurso de reposición contra los fallos de primera 
instancia, en los casos de doble instancia; y que 
contra el fallo de única, procederá el recurso de 
reposición.

Por otra parte, se precisa en el texto del 
mismo artículo que, los términos de caducidad y 
prescripción previstos en el mismo, se suspenderán 
en los casos señalados por la propia Ley 610 de 
2000, como causales suspensión de términos, las 
cuales están contempladas en el artículo 13 de la 
misma ley que es, también, objeto de modificación 
como se verá.

Finalmente, al actualizar la norma en relación 
con el sistema penal acusatorio, se contempla 
que la Contraloría, al intervenir en los procesos 
penales a los que se refiere el inciso final de la 
norma, lo podrá hacer en calidad de víctima y en 
relación con “conductas punibles”, que afecten 
los bienes, recursos o intereses patrimoniales 
públicos involucrados.

Causales de suspensión de términos
Se modifica el artículo 13 de la Ley 610 de 

2000, para identificar con la mayor precisión 
posible, cuáles son aquellos eventos que dan 
lugar a la suspensión de los términos previstos 
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en la misma ley, norma en cuya versión actual 
solo hace referencia a los casos del trámite 
de impedimentos y recusaciones y la fórmula 
abstracta del caso fortuito y la fuerza mayor, con 
las controversias que la misma ha suscitado. Con 
esta nueva concepción del artículo se introducen 
causales predecibles, debidamente parametrizadas 
y se mitiga cualquier duda o controversia sobre el 
particular.

Casos de procedencia de la cesación de la 
acción fiscal

El proyecto unifica en una sola disposición, 
lo regulado en el artículo 16 de la Ley 610 de 
2000 y en el artículo 111 de la Ley 1474 de 2011, 
para hacer referencia de las situaciones que dan 
lugar a la cesación de la acción por resarcimiento 
integral del daño ya acreditado. Situaciones, por 
consiguiente, muy distintas de aquellas otras 
que dan lugar al archivo de las diligencias por 
inexistencia de alguno de los elementos de la 
responsabilidad fiscal, tema del que se ocupa el 
artículo 47 de la Ley 610 de 2000.

Consonante con lo anterior, se prevé un 
parágrafo nuevo que hace claridad en el sentido de 
que el resarcimiento total del daño debe incluir la 
indexación correspondiente y con ello superar la 
discusión sobre el particular. Del mismo modo, se 
suprime la expresión “Lo anterior sin perjuicio de 
la aplicación del principio de oportunidad”, en el 
entendido que esta figura no es propia de procesos 
de tipo patrimonial como lo es el proceso de 
responsabilidad fiscal y que es propia de procesos 
de naturaleza punitiva como el proceso penal.

Situaciones, trámite y plazos del grado de 
consulta

Se propone modificación del artículo 18 de 
la Ley 610 de 2000, para hacer las siguientes 
precisiones:

-	 Incorporar el grado de consulta para la des-
vinculación de las aseguradoras antes del 
fallo, o como consecuencia de este, al con-
siderar necesario por dar tratamiento igual 
a todos los sujetos procesales, tanto en de-
rechos como en cargas procesales.

-	 En lugar de la interposición de recursos, en 
el trámite de la consulta, se establece que 
una vez recibido el expediente por el su-
perior, se corra traslado a los afectos para 
que en tres días, los afectados aleguen lo 
pertinente y, partir del vencimiento de este 
traslado, se decida según se trate de archivo 
o fallo.

-	 Así mismo, se distingue entre la consulta 
del archivo y la consulta de los fallos para 
precisar que en el caso de los archivos, el 
término preclusivo de treinta días se con-
tará en días hábiles, en atención a la alta 

densidad de actuaciones de esta naturaleza 
que conocen las dependencias competentes 
de las contralorías y mitigar de esa manera 
las cargas de trabajo.

-	 Mientras que para la consulta de fallos se 
contará con el plazo de un año, en armonía 
a la modificación planteada para el artículo 
9°, en el que se dispone de un año como 
plazo preclusivo para la resolución de los 
recursos contra los fallos con responsabili-
dad fiscal; y en el que se alude al grado de 
consulta para dar, ante el superior funcio-
nal, igual tratamiento a quien ha sido res-
ponsabilizado en primera instancia y haya 
sido representado por apoderado de oficio, 
situación referida en el literal c) de la nor-
ma que comentamos.

Lo anterior sobre la base de que el proyecto 
suprime el recurso de reposición contra fallos.

-	 Finalmente, se establece un parágrafo, para 
establecer que si con motivo del grado de 
consulta se revoca el fallo de primera ins-
tancia, el superior expedirá el fallo de re-
emplazo, que se notificará por estado y 
contra el cual sólo procederá el recurso de 
reposición.

Emplazamiento de los herederos en caso de 
muerte del presunto responsable

Se modifica el artículo 19 de la Ley 610 de 2000, 
para precisar que la vinculación de los herederos 
de presuntos responsables fiscales se hará cuando 
el fallecimiento de estos ocurra luego de haber 
sido vinculados al proceso. En tal sentido, se 
aclara que tales herederos al hacer presencia en el 
proceso, lo harán en el estado en que se encuentre, 
es decir, que lo actuado hasta ese instante queda 
consolidado.

Reserva y expedición de copias durante la 
actuación

Se modifica el artículo 20, para establecer 
que las actuaciones son reservadas durante la 
práctica de las pruebas, como ya lo había definido 
la jurisprudencia constitucional y, en todo caso, 
hasta la imputación de la responsabilidad fiscal, 
decisión que bien puede ser pública. Así mismo, 
se precisa que la norma tiene ocurrencia para el 
proceso ordinario, si se tiene en cuenta que las 
audiencias que conforman el proceso verbal son 
públicas, según lo dispuesto en el artículo 98 
literal b) de la Ley 1474 de 2011.

Régimen de nulidades en el proceso de 
responsabilidad fiscal. Causales, saneamiento, 
oportunidad y trámite

Como procedimiento administrativo especial, 
el proceso de responsabilidad fiscal, debe cumplir 
con la finalidad de hacer un efectivo resarcimiento 
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del patrimonio público afectado con el daño fiscal, 
en todo caso con sujeción a los requerimientos y 
estándares de garantía del debido proceso y del 
derecho de defensa.

Con este enfoque, se adopta el régimen de 
nulidades concebido por el Legislador en el 
Código General del Proceso, pero con la debida 
y necesaria adecuación a la naturaleza de una 
actuación administrativa, la que no corresponde 
a un contencioso de partes, sino al trámite 
que una autoridad administrativa, como las 
contralorías, que se adelanta a los efectos de 
emitir un acto administrativo, para decidir sobre 
la responsabilidad fiscal en casos concretos, 
decisiones que, a su vez, serán objeto de control 
judicial posterior.

En ese orden de ideas, tanto para el proceso 
ordinario como para el verbal, se definen 
las causales de nulidad, las condiciones de 
saneamiento de las nulidades y, en función de 
estas disposiciones, se redefine lo concerniente a 
la oportunidad y trámite para proponer nulidades. 
Sobre la base de que la ocurrencia de causales 
de nulidad puede ser declarada en cualquiera de 
las instancias, a petición de sujeto procesal o de 
manera oficiosa, se prevé que contra las decisiones 
que resuelvan solicitudes de nulidad, sólo procede 
el recurso de reposición.

Condiciones y notificación del auto de 
apertura

Se modifica el artículo 40 de la Ley 610 de 
2000, para reafirmar, frente lo contemplado 
en el artículo del proyecto que modifica el 
artículo 8° de la Ley 610 de 2000, que es con el 
auto de apertura que se da inicio al proceso de 
responsabilidad fiscal. Así mismo, se precisa que 
el auto de apertura se notificará personalmente 
o, por aviso, a los presuntos responsables que 
hayan identificado, conforme al Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, a fin de que ejerzan el derecho 
de defensa y contradicción; lo cual permite 
su armonización con el contenido del mismo, 
regulado en el artículo 41, en cuyo numeral 
4 se exige la identificación de los presuntos 
responsables.

Ante la falta de comparecencia o de localización 
del presunto responsable, se prevé que luego de 
agotadas todas las diligencias de notificación 
personal y por aviso contempladas en los artículos 
67, 68 y 69 del mencionado Código, se cumpla 
con lo previsto en el artículo 43 de la Ley 610 de 
2000, para la designación de apoderado de oficio, 
de manera que frente a las futuras decisiones de 
proceso, archivo o imputación, el implicado goce 
de derecho de defensa efectiva. El artículo 43, 
es también modificado en el texto del presente 
proyecto.

Sobre la versión libre y las garantías de 
defensa del implicado

Se recoge la propuesta de modificar el artículo 
42 de la Ley 610 de 2000, para suprimir como 
requisito previo a la imputación, el de escuchar 
a los presuntos responsables en versión libre y 
espontánea. En tal sentido se prevé que la diligencia 
se puede practicar en cualquier momento del 
proceso, si se solicita antes del vencimiento del 
término para exponer descargos.

En todo caso, debe considerarse para esta-
blecer esta modificación, que los presuntos 
responsables podrán solicitar pruebas y acreditar 
todo tipo de argumentación defensiva, en el 
proceso ordinario, desde la fase de investigación y 
que, en todo caso, cuando se formule imputación, 
la ley garantiza el derecho de defensa con la 
posibilidad de contradecir y exponer descargos 
y solicitar las pruebas de defensa que considere, 
tal y como lo establece el artículo 50 de la Ley 
610 de 2000.

En ese orden de ideas, el proyecto es categórico 
en contemplar que la renuencia o inasistencia a 
la versión libre, no será obstáculo para adelantar 
el proceso, siempre y cuando se garanticen las 
manifestaciones del derecho de defensa en el 
proceso ordinario como son capacidad de solicitar 
pruebas, presentar argumentos de defensa y rendir 
descargos, directamente o través de apoderado de 
confianza o de apoderado de oficio.

Notificación y nombramiento de apoderado 
de oficio

Para reforzar la garantía de defensa y al mismo 
tiempo imprimir celeridad al proceso, se sugiere 
modificación del artículo 43 de la Ley 610 de 
2000, en el sentido de designarle apoderado de 
oficio al presunto responsable, cuando no sea 
posible notificarlo personalmente o por aviso, 
del auto de apertura o de apertura e imputación al 
implicado.

En tal sentido, al acoger las sugerencias sobre la 
notificación de los autos de apertura o de apertura 
de imputación, según el proceso sea ordinario o 
verbal, se precisa que cuando se agotan los trámites 
de la notificación personal y, en defecto de esta, 
la de notificación por aviso, según lo previsto en 
el Código de Procedimiento Administrativo y de 
lo Contencioso Administrativo, procede publicar 
el aviso en la página electrónica y en un lugar de 
acceso al público de la respectiva entidad por el 
término de cinco (5) días, con la advertencia de que 
la notificación se considerará surtida al finalizar 
el día siguiente al retiro del aviso. Cumplido 
lo anterior sin la comparecencia requerida del 
presunto responsable, dará lugar a la designación 
de apoderado de oficio.
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En el mismo sentido, se amplían las fuentes de 
nominación de los abogados de oficio, carga que 
es de forzosa aceptación so pena de las sanciones 
legales correspondientes.

Sobre la posibilidad de decidir en cualquier 
momento en el que se tenga convicción probatoria

Como desarrollo de los principios de celeridad 
y economía procesal, se propone modificación 
del artículo 46 de la Ley 610 de 2000, al disponer 
el deber de resolver la situación jurídica de los 
presuntos responsables, cuando en cualquier 
momento del proceso se cuente con prueba que 
genere la convicción suficiente, bien para archivar, 
ora para imputar, sin tener que esperar al plazo 
de los dos años que para el proceso ordinario 
contempla el artículo 107 de la Ley 1474 de 2001.

Como se apreciará más adelante, se sugiere la 
derogatoria del artículo 45 de la Ley 610 de 2000.

Condiciones que dan lugar al Auto de archivo
Se modifica el artículo 47 de la Ley 610 de 

2000, para incorporar la ausencia del dolo o 
culpa grave, como fundamento para proferir auto 
de archivo del proceso, precisamente, por no 
concurrir el elemento subjetivo necesario para 
imponer responsabilidad fiscal. Así mismo, se 
suprime la expresión, “el resarcimiento pleno del 
perjuicio”, por tratarse de una causal de cesación 
de la acción fiscal, ya contemplada en el artículo 
correspondiente.

Notificación del auto de imputación de 
responsabilidad fiscal

En consideración a las modificaciones 
introducidas en el régimen de notificación personal 
de la Ley 1437 de 2011, Código de Procedi-
miento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, se hace modificación precisa del 
artículo 49 de la Ley 610 de 2000, para armonizar 
las disposiciones sobre notificación personal y por 
aviso y su relación con los casos en los que se 
impone la designación de apoderados de oficio, a 
partir de la imputación en el proceso ordinario.

Traslado de la imputación y casos designación 
de apoderado de oficio

Se actualiza el texto del artículo 50 de la 
Ley 610 de 2000, en relación con el sistema de 
notificación personal y por aviso, previsto en el 
Código de Procedimiento Administrativo y de 
lo Contencioso Administrativo; y se incorpora, 
en el mismo, un nuevo inciso para establecer, en 
concordancia con la modificación propuesta del 
artículo 42, para establecer que una vez expedido 
el auto de imputación la diligencia de versión libre 
solo será posible para aquellos presuntos que no 
la hayan rendido y que así lo soliciten dentro del 
plazo de traslado de la imputación.

Decreto y práctica de pruebas. Armonización 
de normas

Se modifica el artículo 51 de la Ley 610 de 
2000, para armonizarlo con lo dispuesto en el 
artículo 107 de la Ley 1474 de 2011; y con otras 
disposiciones del proyecto como son las que 
contemplan la norma general sobre los plazos 
para interponer los recursos y, por otra parte, 
los efectos en los que se conceden los mismos 
en desarrollo del proceso de responsabilidad 
fiscal.

Vinculación de nuevos responsables
Se incorpora al proyecto de ley, un artículo 

que busca armonizar en el proceso ordinario de 
responsabilidad fiscal, lo que está ya previsto para 
el caso del proceso verbal, como es el trámite 
que debe seguirse cuando luego del auto de 
imputación, se encuentra mérito para vincular a 
nuevos presuntos responsables fiscales, de modo 
que la situación de todos los sujetos procesales 
pueda equipararse en garantía de sus derechos de 
defensa y a un debido proceso.

La congruencia de la actuación alrededor de 
la identidad del daño

Al considerar que la naturaleza de la imputación 
fiscal, es sustancialmente diferente al imputación 
penal y a la imputación disciplinaria, pues la 
fiscal gira esencialmente alrededor del daño 
fiscal, como fenómeno de afectación patrimonial 
de los recursos, bienes e intereses públicos, se 
contempla una norma que hace claridad sobre 
esta diferencia específica en el sentido de precisar 
que la congruencia, para el proceso fiscal, que la 
imputación y que el fallo, no pueden versar sobre 
daños fiscales que no hayan sido objeto del debate 
procesal. Con lo cual se hace claridad en el sentido 
de que es la identidad de daño lo que comporta el 
eje del debate procesal.

Notificación del fallo y recursos en el proceso 
ordinario

En el artículo 55 de la Ley 610 de 2000, se 
sugiere precisar que la notificación del fallo en 
el proceso ordinario de responsabilidad fiscal, se 
hará personalmente o por aviso, según los trámites 
del Código de Procedimiento Administrativo y de 
lo Contencioso Administrativo.

De otra parte, con el enfoque de proceso 
breve que debería caracterizar al proceso de 
responsabilidad fiscal, se contempla, como norma 
de aplicación especial para el mismo, que contra el 
fallo de primera instancia procede sólo el recurso 
de apelación.

Consonante con lo anterior, también se prevé el 
trámite del recurso de queja a la luz de lo previsto 
en dicho Código.
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Precisión de la norma especial sobre firmeza 
de las providencias

Se modifica el artículo 56 de la Ley 610 de 
2000, para aclarar el concepto de firmeza, que 
tuvo en mente el legislador al expedir esta norma 
que es de carácter especial para el proceso de 
responsabilidad fiscal y que, por tanto, desplaza 
las normas sobre la materia, contenidas en el 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo.

Como se puede observar se sustituye la 
expresión “Ejecutoriedad” por la expresión 
“Firmeza”, para precisar a partir de cuándo 
surten efecto las decisiones dentro del proceso de 
responsabilidad fiscal.

Sistema de información de responsables 
fiscales

Se acoge la propuesta de introducir puntuales 
y necesarias modificaciones a la disposición 
legal que consagra la función del boletín de 
responsables fiscales o Sistema de Información 
de Responsables Fiscales (SIBOR). En primer 
término, se elimina la exigencia de la periodicidad 
de publicación del boletín, bajo la premisa de 
que se trata de una información que debe estar 
permanentemente actualizada.

Así mismo, en relación con las entidades y 
tiempos obligados de informar, el proyecto se 
ocupa en agregar, al texto del artículo 60 de la Ley 
610 de 2000, la Auditoría General de la República 
como autoridad obligada a reportar los sujetos 
a quienes les ha comprobado responsabilidad 
fiscal; de fijar un término perentorio dentro del 
cual los órganos competentes deben alimentar el 
Sistema de Información regulado por la norma; 
igualmente, de mencionar la declaratoria de la 
pérdida ejecutoria como uno de los datos que 
obligatoriamente deben ser reportados en relación 
con los fallos impuestos.

De otra parte, se modifica el alcance del 
artículo 180 de la Ley 1801 de 2016, para 
determinar que la información sobre las 
multas que no fueren pagadas dentro del mes 
siguiente, deberá reportarse al Boletín de 
Deudores Morosos que maneja la Contaduría 
General de la Nación. Consecuente con ello, 
el proyecto propone en los artículos finales, la 
derogatoria del el inciso 6° del parágrafo del 
artículo 180 de la citada ley que corresponde 
al Código Nacional de Policía.

Finalmente, en consonancia con las conse-
cuencias crediticias que implica la condición 
de deudor proveniente de la firmeza de un fallo 
con responsabilidad fiscal, se prevé que los 
responsables fiscales, sean reportados a las 
centrales de riesgo financiero.

Intervención de la Contraloría en los procesos 
penales, en calidad de víctima

Se introducen varias modificaciones a lo 
previsto en el artículo 65 de la Ley 610 de 2000, 
para garantizar el acceso e intervención de los 
órganos de control fiscal como víctimas fiscales 
dentro los procesos penales que se adelanten 
por conductas punibles, cualquiera que sea su 
naturaleza, en las que pueda estar involucrado 
el patrimonio público. Así, se dispone que los 
contralores deben constituirse como tales, no sólo 
directamente o de apoderados, sino también de 
servidores públicos delegados para el efecto.

Por otra parte, se elimina toda referencia 
específica a tipos penales, para comprender todas 
las posibilidades que puedan implicar los bienes 
o recursos públicos o los intereses patrimoniales 
del Estado. De esta manera, también se armoniza 
la configuración del patrimonio afectado, con los 
tres conceptos referentes al patrimonio público, 
según lo previsto en el artículo 6° de la misma ley.

De acuerdo con el proyecto, no se excluye 
la intervención de la Contraloría cuando en el 
respectivo proceso penal, interviene la entidad 
afectada, para reforzar la posición de víctima fiscal, 
bajo premisa de que finalmente el resarcimiento 
será percibido por la entidad o patrimonio público 
directamente afectados por el delito. En cambio, 
se prevé la obligación de reporte al órgano de 
control fiscal, por parte de las entidades afectadas, 
sobre su gestión y resultados en estos procesos, lo 
que puede armonizar acciones.

Finalmente, se dispone que cuando los órganos 
de control fiscal, solicitan embargos no pueden ser 
obligados a prestar caución.

Sistema de remisiones normativas
Se actualiza y se precisa el artículo 66 de la Ley 

610 de 2000, dentro de la priorización de la ruta de 
remisión a las normas generales, en lo no previsto 
por las normas especiales y expresas reguladoras 
del proceso de responsabilidad fiscal. En tal 
sentido, se hace referencia a los nuevos códigos 
y se destaca que la compatibilidad de naturaleza 
allí exigida se explica por la condición del proceso 
como actuación administrativa que no corresponde 
a un proceso de partes, para hacer énfasis en que 
la remisión no es automática sino que debe tener 
en cuenta como rasgo de compatibilidad, el que se 
corresponde con la naturaleza de las actuaciones 
administrativas.

Se hace énfasis, en que en las funciones de 
Policía Judicial, se aplicarán las disposiciones 
del Código de Procedimiento Penal, por tratarse 
de una materia indisoluble con la acción penal, 
sin que ello pueda desconocer la aplicación de 
las normas especialmente aplicables al proceso 
de responsabilidad fiscal, sobre todo en materia 



Página 26	 Martes, 21 de agosto de 2018	 Gaceta del Congreso  611

probatoria, dado que lo esencial en este proceso 
es el resarcimiento patrimonial y no la imposición 
de sanciones penales.

Condiciones para adelantar procedimiento 
verbal de responsabilidad fiscal

Ante las dificultades de estructura de los 
procesos verbales para el conocimiento y trámite 
de la responsabilidad fiscal, en casos de alta 
complejidad y de numerosos sujetos procesales, 
entre presuntos responsables y sus apoderados, la 
agilidad y operatividad que requiere la atribución 
de responsabilidad fiscal aconseja volver a una 
propuesta, como la que en su momento, se sugirió 
durante el trámite de la Ley 1474 de 2011, en 
el sentido de destinar los procesos verbales al 
conocimiento de casos más simples o de menor 
cuantía.

Con tal enfoque, se sugiere modificar la norma 
contenida en el artículo 97 de la misma ley, para 
prever que este tipo de procesos se aplicarán 
a casos cuya cuantía no sea superior a los 500 
salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Recursos en el proceso verbal
Sobre la premisa de que el control de legalidad 

de segunda instancia en sede administrativa, 
sobre el fallo inicial, puede versar sobre todo lo 
actuado, según si se trata del grado de consulta 
o según lo impugnado en la apelación del mismo 
fallo por parte de cada sujeto procesal; y que, 
en últimas, los fallos con responsabilidad fiscal 
son susceptibles del control en sede judicial a 
través del medio de nulidad y restablecimiento de 
derecho, se propone que contra las providencias 
que resuelven nulidades procede el recurso de 
reposición.

De otra parte, en consonancia con la sugerencia 
de modificación del artículo 110 de la Ley 1474 
de 2011, que más adelante se explica, dentro del 
artículo 102 de la misma, se prevé que contra el 
fallo en el proceso verbal, si es de única instancia, 
procede el recurso de reposición; y si es de doble 
instancia, sólo procede el recurso de apelación.

Notificación de las decisiones en el proceso 
verbal

Se modifica el artículo 104 de la Ley 1474 de 
2011, para hacer claridad en el sentido de que las 
providencias que resuelven los recursos contra 
el fallo de primera instancia, se notificarán por 
estado.

También, en garantía de la continuidad del 
proceso y para evitar dilaciones injustificadas, 
se modifica el literal b) que ahora pasaría a ser 
c) del mismo artículo 104 de la citada ley, para 
establecer la notificación por estado, de quienes 
no comparezcan, acreditando fuerza mayor o 
caso fortuito, en sesiones en las que se notifiquen 
decisiones dentro del proceso verbal.

Sistema de instancias en el proceso de 
responsabilidad fiscal

Se acoge la sugerencia de modificar el artículo 
110 de la Ley 1474 de 2011, para fijar como 
criterio de determinación de la única y de la doble 
instancia en el proceso de responsabilidad fiscal, 
la medida de 250 salarios mínimos mensuales 
vigentes, ante la confusión y en muchos casos 
indeterminación que se derivaba de tomar como 
rasero el criterio de la menor cuantía, fórmula 
que, en su naturaleza, resulta aplicable a las 
entidades estatales propiamente dichas, por virtud 
del Estatuto General de Contratación, pero de 
controversial aplicación a otro tipo de sujetos y 
entes con administración de recursos públicos.

De otra parte, se acoge la propuesta de contemplar 
la procedencia de la adecuación de instancias, cuando 
en el curso del proceso, se acredite que el valor del 
perjuicio se ha modificado en relación con el monto 
establecido para determinar si el proceso es de única 
o de doble instancia.

Sobre el deber de procurar la utilización de 
medios tecnológicos para adelantar el proceso

Si bien por la vía de la remisión podría entenderse 
implícito, se acoge la sugerencia de incorporar en las 
normas especiales del proceso de responsabilidad 
fiscal, el deber de procurar el uso de las tecnologías 
de la información y de las comunicaciones, como 
referente y estímulo a la debida implementación 
del expediente electrónico, en todo caso, bajo la 
condición de las posibilidades económicas, técnicas 
y presupuestales de las entidades de control fiscal. Lo 
anterior, se incorpora en el texto del artículo 116 de la 
Ley 1474 de 2011.

Así mismo, en un parágrafo del mismo 
artículo se incorpora a la normatividad rectora del 
proceso verbal, la posibilidad de utilizar medios 
audiovisuales electrónicos, como aplicación del 
principio de inmediación y economía procesal, 
para impulsar válidamente las actuaciones 
procesales en casos en los que se deban practicar 
declaraciones o intervenciones remotas; o 
inclusive la práctica de determinadas pruebas.

Condiciones de elaboración, contradicción del 
informe técnico y la apreciación de otras pruebas 
técnicas en el proceso de responsabilidad fiscal

Se introducen varias modificaciones al artículo 
117 de la Ley 1474 de 2011, sobre el informe 
técnico especial establecido como prueba técnica 
específica del proceso de responsabilidad fiscal:

Así, con el objeto de agregar la posibilidad 
de comisionar o encargar la práctica del mismo 
a los contratistas de la entidad, quienes por sus 
condiciones profesionales pueden realizar este 
tipo de apoyo.

Por otra parte, en consideración a la necesidad 
de concentrar el discernimiento de la prueba técnica 



Gaceta del Congreso  611	 Martes, 21 de agosto de 2018	 Página 27

que la norma del 117 regula, se hace expreso el 
rigor de circunscribir las solicitudes de aclaración, 
complementación o adición, a las cuestiones que 
conforman el objeto del informe técnico. Consonante 
con ello, también, se dispone que, durante el periodo 
de contradicción del informe, los sujetos procesales 
podrán solicitar que el mismo se aclare, complemente 
o adiciones; solicitud que sólo puede presentarse y 
tramitarse durante el término previsto para ello, sin 
que sea posible intentarlo con posterioridad, para 
prevenir situaciones dilatorias y evitar abuso de los 
derechos procesales.

En el mismo sentido, se contempla que las 
aclaraciones, complementaciones o adiciones 
deberán tener relación directa con la cuestión que 
es materia del informe, so pena de rechazo de 
plano de las solicitudes; y que cumplido el trámite 
de contradicción, no podrá solicitarse prueba 
técnica sobre el mismo aspecto.

Finalmente, en consideración a la naturaleza 
del proceso de responsabilidad fiscal que no 
corresponde a la de un proceso de partes y que, por 
lo tanto, es distinto a los procesos contenciosos 
para los cuales el Código General del Proceso 
creó esa posibilidad; y así mismo, en acopio a la 
regla de apreciación integral de todas las pruebas 
allegadas al proceso, se dispone que las pruebas 
técnicas aportadas por los sujetos procesales, se 
apreciarán en conjunto con todas las demás y de 
acuerdo con las reglas de la sana crítica.

Oportunidad y efecto de los recursos
Sin perjuicio de los derechos procesales que 

conforman el núcleo del debido proceso, de la 
contradicción y del derecho de defensa de los 
presuntos responsables, se prevé una norma en la 
que, por una parte, se establece un término de cinco 
(5) días hábiles para la interposición de los recursos; 
y, de otra parte, se prevé el efecto devolutivo de la 
concesión de los mismos, salvo el caso del recurso 
de apelación contra decisiones que denieguen 
totalmente el decreto y práctica de pruebas y los que 
se presenten contra los fallos de primera instancia, 
los cuales se concederán en el efecto suspensivo. 
Recuérdese que, según este proyecto, contra los 
fallos solamente proceden el recurso de reposición 
en los casos de única instancia y el de apelación en 
los casos de doble instancia.

Distribución de competencias y cambio 
de radicación de procesos en materia de 
responsabilidad fiscal

De conformidad con el artículo 268 numeral 5 de 
la Constitución Política de Colombia, el Contralor 
General de la República, es el juez natural en 
materia de la responsabilidad fiscal derivada 
de los daños fiscales a bienes y recursos de la 
Nación, en un régimen jurídico que desarrollado 
por la ley permite que las atribuciones que de allí 

se deriven puedan ser objeto de distribución por 
parte del Contralor General de la República, tal 
como puede apreciarse en la configuración de la 
normativa que integra el Decreto-ley 267 de 2000 
y las resoluciones internas.

Así las cosas, al mantener el esquema general de 
competencias en materia de responsabilidad fiscal, 
contemplados en el régimen legal y reglamentario 
vigente, el proyecto de ley que nos ocupa, busca 
que desde esa capacidad del Contralor General de 
la República, la entidad fortalezca sus funciones 
en dicha materia, al permitir que en aplicación 
de criterios de cuantía, trascendencia pública de 
casos, especialidad de los asuntos y el desarrollo 
de brigadas de descongestión, sea posible asignar, 
reasignar, desplazar y asumir competencias por 
parte de dicho funcionario.

Apoyo de las contralorías delegadas, a los 
requerimientos del proceso de responsabilidad 
fiscal

En atención al fortalecimiento del deber que 
tienen los funcionarios auditores de estructurar 
los hallazgos o casos que dan lugar al proceso 
de responsabilidad fiscal, en las condiciones 
prefiguradas en la modificación propuesta en el 
presente proyecto al artículo 8° de la Ley 610 de 
2000 y, como consecuencia de esta previsión, de 
la supresión de la indagación preliminar como 
fase preprocesal, se dispone la modificación 
de los numerales 3 del artículo 51, y 4 y 14 del 
artículo 58 del Decreto-ley 267 de 2000. Con estas 
modificaciones, se afianza la necesidad de fortalecer 
las condiciones de elaboración y soporte probatorio 
de los hallazgos con incidencia fiscal, que, a su 
vez, se deriven de la aplicación de los distintos 
sistemas de control y vigilancia fiscal a cargo de 
los funcionarios de las contralorías delegadas en la 
Contraloría General de la República.

Régimen de transición y vigencia
Se prevé la norma de transición, en virtud 

de las modificaciones planteadas en el proyecto 
referidas a la agilización del trámite procesal. 
Básicamente, con la fórmula de la aplicación de 
las nuevas normas a partir de su promulgación 
y la continuidad de las actuaciones ya iniciadas, 
bajo el amparo de las normas que se pretenden 
modificar.

Derogatorias
Ha sido propuesta también reiterada del suscrito 

Contralor, la de suprimir el trámite de la indagación 
preliminar, establecida en el artículo 39 de la Ley 
610 de 2000, como consecuencia del deber que 
tienen los funcionarios encargados de la auditoría, 
del trámite de quejas y de otros sistemas de control, 
de estructurar adecuadamente el hallazgo fiscal y, por 
lo tanto, de recaudar el material probatorio suficiente 
para probar en grado de certeza la existencia de daño 
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fiscal y la de los hechos generadores y, además de 
los elementos probatorios que permitan determinar 
la entidad o patrimonio afectados y a los presuntos 
responsables. En consonancia, con ello se modifican 
el artículo 8° de la Ley 610 de 2000; se modifican, 
el numeral 3 del artículo 51 y los numerales 4 y 14 
del artículo 58 Decreto 267 de 2000; y se deroga el 
numeral 9° del artículo 52 del mismo decreto.

También se deroga el 45, pues se considera que 
si el artículo 107 de la Ley 1474 de 2011 prevé los 
plazos máximos para la práctica de pruebas tanto en el 
proceso ordinario como en el proceso verbal, carece de 
sentido mantener la disposición del citado 45 porque 
las “diligencias”, a las que alude la norma, en gran 
parte comprenden la solicitud y práctica de pruebas 
dirigidas a establecer la existencia de responsabilidad 
fiscal de los presuntos.

Se propone la derogatoria del artículo 109 de 
la Ley 1474 de 2011, porque la materia que regula 
dicha norma, en el proyecto que se presenta, es 
objeto de tratamiento en los artículos que unifican 
lo relativo al tratamiento de las nulidades.

De los honorables Congresistas, respetuo-
samente,

SENADO DE LA REPÚBLICA
Secretaría General  

(Arts. 139 y s.s. Ley 5ª de 1992)
El día 17 del mes de agosto del año 2018, 

se radicó en este despacho el Proyecto de ley 
número 99 de 2018 Senado, con todos y cada 
uno de los requisitos constitucionales y legales, 
por el Contralor General de la República, doctor 
Edgardo José Maya Villazón.

El Secretario General,
Gregorio Eljach Pacheco.

SENADO DE LA REPÚBLICA
SECRETARÍA GENERAL

Tramitación de Leyes
Bogotá, D. C., 17 de agosto de 2018
Señor Presidente:
Con el fin de repartir el Proyecto de ley 

número 99 de 2018 Senado, por medio del cual 

se modifican normas de la Ley 610 de 2000, de 
la Ley 1474 de 2011, del Decreto-ley 267 de 
2000 y se dictan otras disposiciones en relación 
con el proceso de responsabilidad fiscal, me 
permito remitir a su despacho el expediente de 
la mencionada iniciativa que fue presentada en el 
día de hoy, ante la Secretaría General del Senado 
de la República, por el Contralor General de la 
República, doctor Edgardo José Maya Villazón. 
La materia de que trata el mencionado proyecto 
de ley es competencia de la Comisión Primera 
Constitucional Permanente del Senado de la 
República, de conformidad con las disposiciones 
constitucionales y legales.

El Secretario General,
Gregorio Eljach Pacheco.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE  
SENADO DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 17 de agosto de 2018
De conformidad con el informe de Secretaría 

General, dese por repartido el precitado proyecto 
de ley a la Comisión Primera Constitucional, y 
envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional 
con el fin de que sea publicado en la Gaceta del 
Congreso.

Cúmplase.
Presidente del honorable Senado de la 

República,
Ernesto Macías Tovar.

El Secretario General del honorable Senado de 
la República,

Gregorio Eljach Pacheco.
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